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	1. ACCIONES DE INCONSTITUCIONALIDAD Y CONSULTAS JUDICIALES INGRESADAS




	EXPEDIENTE
	RECURRENTE
	FECHA INGRESO


	NORMA IMPUGNADA

	10-16784-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Juan Ignacio González Arias


	01-12-10
	EJECUCIÓN DE LAUDOS

-Artículos 58 y 66 de la Ley sobre la Resolución Alterna de Conflictos y Promoción de la Paz Social. No. 7727 (parte final)

Las normas impugnadas señalan que una vez que el laudo se haya dictado, se deberá cumplir sin demora y que la interposición del recursos no suspenderá la  ejecución del laudo.  



	10-16799-0007-CO

Consulta Judicial


	Tribunal de Casación Penal de Cartago
	01-12-10
	GARANTIAS A PERSONAS INDÍGENAS DENTRO DEL PROCESO PENAL

-Se consulta si dentro de los alcances y contenidos de las garantías previstas en los artículos 39 y 41 de la Constitución Política, se debe brindar –incluso de oficio- a las personas miembros de una comunidad indígena que son sometidas a un proceso penal, un intérprete o traductor, o bien, en qué supuestos y condiciones. 

-También se consulta si para este tipo de población indígena se requiere en todos los casos, la realización de un peritaje cultural o un informe antropológico a fin de entender la cultura y cosmovisión de la etnia a la cual pertenece la sentenciada, así como las circunstancias de género a lo interno de la organización indígena que podrían poner en una posición desventajosa a la mujer con respecto del hombre y finalmente conocer el significado de las prácticas religiosas de la etnia Ngobe o Guaymi. 



	10-16824-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Hermógenes Castillo Soto y otros
	02-12-10
	PROPINA COMO PARTE DEL SALARIO

-Ley de Propina. Reforma legal del artículo 1 de la Ley 5635 del 09 de diciembre de 1974 y el tercer párrafo del artículo 4 de la Ley 4946 que “Crea el Derecho de Propina a Trabajadores de Restaurantes”.

Acusa el accionante que existe omisión legislativa al no indicar expresamente que la propina no es parte del salario, pues con esto se combinaron dos legislaciones opuestas y, ha dado pie a que se interprete que la CCSS, obligue a los saloneros a cotizar sobre ese monto. 



	10-16918-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Báez Sossa

UNDECA
	03-12-10
	NOMBRAMIENTO DE PARIENTES EN LA CCSS

-Artículo 2.6 inciso a) del  Manual de Reclutamiento y selección de la CCSS.

La norma señala que los parientes de primer grado (padres, hijos, hermanos de trabajadores de la CCSS), pueden ser nombrados hasta uno de ellos, siempre que el parentesco no sea con el jefe inmediato, lo que significa que sólo un familiar puede ser nombrado en la misma institución. 



	10-16957-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Roberto Avendaño Chinchilla
	05-12-10
	NOMBRAMIENTO DE LOS MIEMBROS DE JUNTAS DE EDUCACIÓN

-Artículo 11 del Reglamento General de Juntas de Educación y Juntas Administrativas. Decreto Ejecutivo No. 31024-MEP.

La norma impugnada señala que el cargo de los miembros de las Juntas es honorífico y que ningún funcionario del MEP o la Municipalidad pueden ser miembros. Asimismo proy. Be que los miembros de la Junta sean parientes entre sí. Señala el accionante que esta norma fue derogada tácitamente por la Ley 8679 del 12-11-2008, por lo que no tiene prohibición para integrar la junta y ser funcionario en un futuro, aún así, afirma que se le quiere aplicar la prohibición derogada y de rango reglamentario. 



	10-17012-0007-CO

Consulta Legislativa


	Damaris Quintana Porras y otros
	06-12-10
	LEY DE PENALIZACIÓN DE VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

-Reforma y adición de los artículos 22 y 25 de la Ley de Penalización de Violencia contra las Mujeres. No. 8589. Expediente Legislativo 17.499



	10-17021-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Bernan Luis Salazar Ureña
	07-12-10
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE EL DERECHO DE ABSTENCIÓN

-Jurisprudencia de la Sala Tercera en relación con el artículo 205 del Código Procesal Penal. 

Se ha interpretado que cuando termina la unión de hecho entre un hombre y una mujer, se termina también el derecho de ambos de abstenerse de declarar uno contra otro. 

 

	10-17061-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Jorge Alberto Chavarría Guzmán

Fiscal General de la República


	07-12-10
	SANCIONES POR HURTO Y MOVILIZACIÓN DE GANADO.

-Artículo 20 y 21 de la Ley de Control de Ganado Bovino, Prevención y Sanción de su Robo, Hurto y Receptación. Ley número 8799 publicada en La Gaceta No. 88 del 07-05-2010. 

Las normas señalan que a quien hurte ganado y lo desmiembre o mate se le impondrá prisión de dos a doce años y que la será reprimido con prisión de ocho meses a tres años quien movilice, de manera dolosa, ganado bovino sin que cuente con la guía oficial de movilización establecida en esta Ley. Igual pena se le impondrá a quien movilice productos y subproductos de ganado sin que cuente con la factura y, en el caso de canales y medios canales, con los sellos impresos que establece esta Ley. 

Señala el accionante que las normas son ambiguas e imprecisas, por lo que podrían llegarse a criminalizar conductas que no ponen en peligro el bien jurídico que se pretende proteger. 



	10-17152-0007-CO

Consulta Legislativa


	José María Villalta Florez-Estrada y otros
	08-12-10
	LEY DE FOMENTO COOPERATIVO

-Interpretación auténtica del artículo 80 de la Ley de Asociaciones Cooperativas y Creación del Instituto Nacional de Fomento Cooperativo. No. 4179 del 22 de agosto de 1968 y sus reformas. Expediente Legislativo 17.156



	10-17191-0007-CO

Consulta Legislativa


	José María Villalta Florez-Estrada y otros
	09-12-10
	REFORMA AL CODIGO PENAL

-Reforma a varios artículos del Código Penal y adición de una nueva sección VIII, denominada “Delitos Informáticos y Conexos” al título VII del Código Penal. Expediente Legislativo número 17.613



	10-17284-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Fernando Muñoz Aguilar
	12-12-10
	PENSIONES ALIMENTARIAS

-Ley de Pensiones Alimentarias. No. 7654.

Señala el accionante que las pensiones provisionales no garantizan un debido proceso y solicita que se declare inconstitucional el apremio. 



	10-17292-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Arturo Montero Calderón
	13-12-10
	JURISPRUDENCIA DE LA SALA TERCERA SOBRE LA CONVERSIÓN DE LA ACCIÓN PENAL PÚBLICA EN PRIVADA

-Jurisprudencia de la Sala Tercera, sobre la interpretación del artículo 20 del Código Procesal Penal. 

Se indica que al producirse la conversión de la acción penal pública en privada, debe seguirse el procedimiento previsto para los delitos de acción privada, interpretación que el recurrente estima contraria a los derechos de defensa, tutela judicial efectiva, contradictorio, debido proceso e igualdad. 



	10-17429-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Alberto Rodríguez Espinoza
	14-12-10
	ABUSOS SEXUALES CONTRA PERSONAS MENORES DE EDAD E INCAPACES
-Artículo 161 inciso 1 del Código Penal. 

La norma señala que quien de manera abusiva realice actos con fines sexuales contra una persona menor de edad o incapaz o la obligue a realizarlos al agente, a sí misma o a otra persona, siempre que no constituya delito de violación, será sancionado con pena de prisión de tres a ocho años. La pena será de cuatro a diez años de prisión en los siguientes casos:

1) Cuando la persona ofendida sea menor de doce años.



	10-17435-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Douglas Alberto Bolaños Villalobos
	14-12-10
	ACTUACIONES DEL PODER EJECUTIVO

-Se impugna el manejo que ha hecho el Poder Ejecutivo en el caso del conflicto con Nicaragua en Isla Calero. 



	10-17510-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Carlos Humberto Góngora Fuentes
	16-12-10
	CONVENCIÓN COLECTIVA DEL INS. CALCULO DE CESANTÍA

-Artículo 161 de la Convención Colectiva de Trabajo del Instituto Nacional de Seguros, que rigió del 29-2-2004 al 28-2-2006. 

La norma señala que la indemnización por cesantía se calculará sobre el promedio de salarios devengados por el trabajador en los últimos seis meses o la fracción menor resultante, en caso de no ajustar este término. Los cálculos se considerarán todas las sumas pagadas, sueldos, vacaciones compensadas, vacaciones no disfrutadas, auxilios o beneficios, etc.



	10-17679-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Luis Alberto Canales Cortés

Asociación de Abogados de la Zona Sur


	20-12-10
	JURISPRUDENCIA SOBRE LAS CAUSAS DE EXCLUSIÓN DEL ABOGADO DEL PROCESO PENAL

-Jurisprudencia del Tribunal de Casación del II Circuito Judicial de San José. Sentencia número 2009-0742 y las interpretaciones hechas por el Juzgado Penal de Osa en el expediente 2009-200692-454 y 09-202154-454-PE. 

-La jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y del  Juzgado Penal de Osa, señala que se le nombra al imputado otro defensor, cuando su abogado personal, por múltiples ocupaciones no puede asistir al juicio, pues el abogado debe ajustarse el tiempo del Tribunal y no el Tribunal al tiempo del abogado. 



	10-17684-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Patricia Araya Barboza
	20-12-10
	IMPUGNACIÓN DE BOLETAS DE CITACIÓN EN MATERIA DE TRANSITO

-Artículos 152 y 153 de la Ley de Tránsito

Las normas cuestionadas limitan la posibilidad de emplear recursos de impugnación verticales en contra de las resoluciones de órganos administrativos del COSEVI, conocidos como “Unidades de Impugnación de Boletas de Citación”, violando con ello el principio de justicia pronta y cumplida. 

 

	10-17712-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	José María Villalta Flores-Estrada
	21-12-10
	SEGURO SOCIAL Y SOLIDARIO DE RIESGOS DEL TRABAJO

-Artículo III.2 de la sección h) del anexo 12.9.2 del capítulo 12 “Servicios Financieros” del Tratado de Libre Comercio Estados Unidos Centroamérica y República Dominicana. Aprobado por Ley No. 8622 del 21-11-2007.

-Transitorio III de la Ley Reguladora del Mercado de Seguros. Ley No. 8653 del 22-07-2008.

Las normas impugnadas regulan lo relativo a la inclusión del seguro solidario de riesgos del trabajo en obligaciones de apertura comercial que implican explotación mercantil y fines de lucro, que considera incompatibles con la naturaleza constitucional de este seguro social. 



	10-17717-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Johnny Pérez Vargas
	21-12-10
	HIJOS DE COSTARRICENSES NACIDOS EN EL EXTRANJERO

-Artículo 13 inciso 2) de la Constitución Política.

La norma señala     son costarricenses por nacimiento: El hijo de padre o madre costarricense por nacimiento, que nazca en el extranjero, y se inscriba como tal en el Registro Civil, por la voluntad del progenitor costarricense, mientras sea menor de edad, o por la propia hasta cumplir veinticinco años. Señala el recurrente que el límite de edad que impone la norma impugnada es violatorio del principio de igualdad.  



	10-17694-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	21-12-10
	TRATADO DE EXTRADICIÓN CON PANAMÁ

-Tratado entre la República de Costa Rica y la República de Panamá sobre Extradición. Expediente Legislativo 14.840



	10-17695-0007-CO

Consulta Legislativa


	Presidente de la Asamblea Legislativa
	21-12-10
	ADHESIÓN AL ACUERDO LATINOAMERICANO DE COPRODUCCIÓN CINEMATOGRÁFICA

-Adhesión al Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica y Aprobación de su Protocolo de Enmienda, suscrito en Bogotá el 14 de julio del 2006. Expediente Legislativo 16.019



	10-17768-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Rodrigo de Asis Romera

Compañía Nestlé Costa Rica S.A.
	22-12-10
	DIRECTRIZ DE TRIBUTACIÓN DIRECTA SOBRE PRECIOS DE TRANSFERENCIA SEGÚN SU VALOR DE MERCADO

-Directriz interpretativa número 20-03, “Tratamiento Fiscal de los precios de transferencia, según el valor normal del mercado” de la Dirección General de Tributación Directa. 

La directriz señala que para valorar las operaciones efectuadas entre personas o entidades vinculadas, cuando la valoración hubiera determinado un impuesto inferior al que resulte de la aplicación del valor normal de mercado. Caso en el cual, se debe proceder a practicar los ajustes pertinentes. La empresa podría efectuar el ajuste correspondiente, una vez que la Administración Tributaria determine un nuevo precio a la entidad intervenida. Considera el accionante que con la directriz impugnada se está implantando una regla de determinación impositiva diferente, extendiendo los alcances y límites de la ley tributaria. 



	10-17891-0007-CO

Acción de Inconstitucionalidad


	Justo Orozco Alvarez y otros

Partido Renovación Costarricense 
	30-12-10
	LIQUIDACIÓN DE GASTOS DE PARTIDOS POLITICOS

- Artículos 50, 51, 55, 61 y 62 del Reglamento de Financiamiento de los Partidos Políticos del 29 de octubre del 2009. Decreto Ejecutivo 17-2009. 

-Resoluciones números 6930-E10-2010 de las 10:00 horas del 18-11-2010 y 8141-E10-2010 de las 12:10 del 23-12-2010 emitidas por el Tribunal Supremo de elecciones. 

Se acusa que el TSE pretende aplicarles retroactivamente el Reglamento de Financiamiento de los Partidos Políticos y desconocer el trabajo que hacen los prestatarios de servicio de transporte, que no estén legalizados para esos efectos. Afirman que se imponen además una serie de requisitos que son excesivos y burocráticos para el cobro de la deuda política.  




	2. ACCIONES Y CONSULTAS JUDICIALES VOTADAS




	EXPEDIENTE
	FECHA DE VOTACION


	PARTE DISPOSITIVA

	10-014284-0007-CO

Voto 2010-20277
	01-12-10
	A las quince horas con cinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Asociación de Desarrollo Integral de la Reserva Indígena Cabécar de Talamanca en contra las Resoluciones número DG-305-2009 de la Dirección de Carrera Docente y No. DG144-201 del Área de Salarios e Incentivos, ambas de la Dirección General del Servicio Civil. Se deniega el trámite a esta acción.-

	10-015324-0007-CO

Voto 2010-20278
	01-12-10
	A las quince horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Luis Guillermo Herrera Castro en contra el artículo 556 párrafo final del Código de Trabajo, por estimarlo violatorio de los artículos 33 y 41 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción.-

	10-016369-0007-CO

Voto 2010-20279
	01-12-10
	A las quince horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Oscar Mario Víquez Herrera en contra el artículo 45 inciso 26 de la Ley General de Telecomunicaciones, por quebrantarse los numerales 24, 28 y 29 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción.-

	10-016799-0007-CO

Voto 2010-20625
	08-12-10
	A las quince horas con cincuenta y cinco minutos. Consulta Judicial. Tribunal de Casación Penal de Cartago en lo referente a la resolución de las trece horas cinco minutos del dieciséis de noviembre del dos mi diez, dictada dentro del expediente número 08-000039-0062-PE, que es causa seguida contra Olivia Bejarano Bejarano por el delito de homicidio calificado. No ha lugar a evacuar la consulta.-

	10-016421-0007-CO

Voto 2010-20619
	08-12-10
	A las quince horas con cuarenta y nueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Ana Lorena Castro Lizano, Marco Tulio Zeledón Aguilar, Octavio Argueta Cardona, Yolanda Castro Castro en contra de los Artículos 19 al 22 del Reglamento de Concursos Para el Nombramiento en Propiedad de la Caja Costarricense de Seguro Social; por considerar el  quebranto de los numerales 11, 33, 39, 41 y 56 de la Constitución Política. Se rechaza de plano la acción.-

	10-015875-0007-CO

Voto 2010-20620
	08-12-10
	A las quince horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Duartes Delgado en contra la Jurisprudencia del Tribunal de Casación y del Juzgado Penal de Osa que establece una causal no legal de exclusión del abogado defensor en el proceso penal. Se rechaza de plano la acción.-

	10-015476-0007-CO

Voto 2010-20828
	14-12-10
	A las diecisiete horas con quince minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación del «Convenio para la Unificación de ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Internacional (Convenio de Montreal 1999)», que se tramita en el expediente legislativo número  17.261. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de de aprobación de "Convenio para la Unificación de ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Internacional (Convenio de Montreal 1999)", que se tramita en el expediente legislativo número  17.261, no resulta inconstitucional.-

	10-016824-0007-CO

Voto 2010-20953
	15-12-10
	A las dieciséis horas con dieciséis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hermógenes Castillo Soto en contra del artículo 1 de la Ley número 5635 del nueve de diciembre de mil novecientos setenta y cuatro y el tercer párrafo del artículo 4 de la Ley número 4946 del tres de febrero de mil novecientos setenta y dos, denominada “Ley que crea derecho de propina a trabajadores de restaurantes”. Se rechaza de plano la acción.-

	10-016957-0007-CO

Voto 2010-20954
	15-12-10
	A las dieciséis horas con diecisiete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Roberto Avendaño Chinchilla en contra del artículo 11 del Decreto Ejecutivo número 31024-MEP del trece de febrero del dos mil tres, “Reglamento General de Juntas de Educación y Juntas Administrativas”. Se rechaza de plano la acción.-

	10-013183-0007-CO

Voto 2010-20955
	15-12-10
	A las dieciséis horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Edwin Duartes Delgado en contra de la Jurisprudencia del Tribunal de Casación Penal del II Circuito Judicial de San José y del  Juzgado Penal de Osa, en el sentido de que se le nombra al imputado otro defensor, cuando su abogado personal, por múltiples ocupaciones no puede asistir al juicio. No ha lugar a la gestión formulada.-



	10-008445-0007-CO

Voto 2010-20956
	15-12-10
	A las dieciséis horas con diecinueve minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Hugo Bolaños Espinoza en contra de la Aplicación del Artículo 348 del Código Procesal Penal. No ha lugar a la gestión formulada.-

	10-015108-0007-CO

Voto 2010-20957
	15-12-10
	A las dieciséis horas con veinte minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Juan Gerardo Sanabria Rojas en contra del artículo 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por quebrantarse  los numerales 33, 40, 45, 56, 74 y 192 de la Constitución Política; 24 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, 9 del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales y del Protocolo Adicional a la Convención Americana de Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales o Protocolo de San Salvador. Se rechaza de plano la acción. Los Magistrados Calzada Miranda y Castillo Víquez salvan el voto según lo expuesto en los considerandos sexto y sétimo de esta sentencia. El Magistrado Hernández Gutiérrez pone nota separada.-

	10-015342-0007-CO

Voto 2010-20958
	15-12-10
	A las dieciséis horas con veintiún minutos. Consulta Legislativa. Directorio de la Asamblea Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación del «Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional», que se tramita en el expediente legislativo número 17.231. Se evacua la consulta preceptiva referente al proyecto de ley de Aprobación del Acuerdo sobre los Privilegios e Inmunidades de la Corte Penal Internacional que se tramita en el expediente legislativo No. 17.231, en el sentido que no se advierten defectos en el procedimiento ni disposiciones contrarias a la Constitución Política. Notifíquese. El Magistrado Castillo Víquez pone nota separada, conforme se consigna en el último considerando. -

	10-009929-0007-CO

Voto 2010-20964
	15-12-10
	A las dieciséis horas con veintisiete minutos. Consulta Judicial. Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente a los Artículos 204, 204 bis y 304 del Código Procesal Penal. Se adiciona la parte dispositiva de la sentencia número 2010-17907 de las quince horas y siete minutos del veintisiete de octubre del dos mil diez, debiendo incluirse después de la palabra "familiares", la frase "En lo demás, se declara inevacuable la consulta formulada."-

	09-009306-0007-CO

Voto 2010-21258
	22-12-10
	A las catorce horas. Acción de Inconstitucionalidad. Gilberto Monge Pizarro en contra de la Reforma Integral Efectuada al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora. Únicamente en Relación con la Zona Protectora Cerros de Escazú. Se declara CON LUGAR la acción.  En consecuencia se anulan por inconstitucionales los artículos 4.3 y 10 del Reglamento de Zonificación del Plan Regulador de Mora, publicado en La Gaceta No. 173 del 10 de septiembre de 2001. En cuanto al artículo 13 del Reglamento de Zonificación de 1993, no resulta inconstitucional si después de su publicación en el Diario La Gaceta no se aplica a Áreas Silvestres Protegidas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta las construcciones plenamente terminadas o las iniciadas y que cuenten con las respectivas licencias de construcción comenzadas antes del primer aviso del 17 de agosto de 2009. Hasta tanto la Municipalidad y el Ministerio de Energía, Ambiente y Telecomunicaciones no hayan promulgado la respectiva normativa, únicamente se deben admitir trabajos de remodelación o mantenimiento sobre las áreas previamente construidas. Comuníquese este pronunciamiento al Poder Ejecutivo. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto únicamente en cuanto al dimensionamiento de esta sentencia.-

	10-014348-0007-CO

Voto 2010-21264
	22-12-10
	A las catorce horas con seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Mario Alberto Mesén Araya en contra del Artículo 15 de la Ley número 13, denominada Ley Orgánica  del Colegio de Abogados. Se rechaza de plano la acción.-

	10-016096-0007-CO

Voto 2010-21265
	22-12-10
	A las catorce horas con siete minutos. Acción de Inconstitucionalidad. David Alberto Aguilar Gutiérrez, Sergio Masís Olivas en contra del Artículo 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito. Se rechaza por el fondo la acción en relación con la alegada infracción al principio de legalidad. En cuanto a la violación al principio de proporcionalidad, se acumula esta acción a la que se tramita con el número de expediente 10-014213-0007-CO.-

	10-009115-0007-CO

Voto 2010-21680
	24-12-10
	A las doce horas con veinticinco minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Guillermo Moreira Ramírez, José María Villalta Florez, José Roberto Rodríguez Quesada, Luis Fishman Zonzinski, Luis Roberto Zamora Bolaños, Rodolfo Enrique Sotomayor Aguilar, Walter Luis del Carmen Céspedes Salazar en contra del Acuerdo Legislativo N°6430-10-11. Se declara sin lugar la acción.- Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran parcialmente con lugar la acción.-


	3. EDICTOS DE CURSO PUBLICADOS




	10-011393-0007-CO
	Bernardo Aguilar González, Director Ejecutivo de la Fundación Neotrópica, contra los artículos 1, 2 y 3 del Decreto Ejecutivo número 35803-MINAET, publicado en La Gaceta número 73 del 16 de abril del 2010, denominado "Criterios Técnicos para la identificación, clasificación y conservación de humedales". 

Resolución de 11:29 horas del 11 de noviembre del 2010

Boletín judicial 233, 234, 235 del 01, 02 y 03 de diciembre del 2010.
	CONSERVACIÓN Y PROTECCIÓN DE HUMEDALES 

Las normas se impugnan en cuanto de su texto se desprende que serán únicamente objeto de protección y administración por parte del SINAC, aquellos humedales que cuenten con una declaratoria  de Área Silvestre Protegida, lo cual excluye de toda protección real a todos aquellos otros humedales o manglares del país que no cuenten con este tipo de declaratoria, tal y como los Manglares del Golfo Dulce que no cuentan con esa declaratoria y por tanto no forman parte del Patrimonio Natural del Estado. 



	10-12026-0007-CO 

 10-012097-0007-CO

(Acciones acumuladas)


	Alvaro Justo Quirós Sánchez y Walter Xavier Niehaus Bonilla contra las Directrices giradas por la Coordinación del Área Penal de la Procuraduría General de la República, que impiden la aplicación de medidas alternativas en las causas penales seguidas por los delitos de conducción temeraria, los cometidos contra la Autoridad Pública e infracciones a la Ley de Armas. 

Resolución de 14:15 horas del 04 de noviembre del 2010

Boletín judicial 233, 234, 235 del 01, 02 y 03 de diciembre del 2010.
	DIRECTRIZ DE LA PROCURADURÍA EN PROCESOS PENALES

Las directrices se impugnan en cuanto restringen en forma absoluta la posibilidad de aplicar medidas alternativas, tales como la suspensión del proceso a prueba, la reparación integral del daño y la conciliación, en los delitos de conducción temeraria, los cometidos contra la autoridad pública e infracciones a la Ley de Armas. Señalan que la determinación de la política criminal del Estado compete al Poder Legislativo a través de las leyes, de forma que si dentro de los principios y garantías procesales se encuentra la solución del conflicto y el restablecimiento de los derechos de la víctima, el rechazo absoluto a cualquier medida alternativa constituye una interpretación irrazonable, desproporcionada y restrictiva de la política criminal del Estado que atenta contra la libertad del imputado, el debido proceso, la tutela judicial efectiva y el principio de justicia pronta y cumplida. Las soluciones alternativas están orientadas a la restauración y reparación del daño, evitan la persecución y la imposición de la pena privativa de libertad, así como responden a las tendencias internacionales de reparación a favor de la víctima, que buscan un equilibrio entre el daño, la capacidad de cumplir con la reparación y el delito. Además, consideran que se violenta el principio de igualdad, dado que los tribunales de flagrancia han hecho arreglos en más de 1500 casos sin la intervención de la Procuraduría, en causas por los mismos delitos.  Refieren que las directrices de la Procuraduría no se encuentran fundamentadas, como debe estar cualquier acto administrativo, no están plasmadas en forma escrita y no han sido publicadas, por lo que se causa indefensión. Refieren que particularmente, en el delito de conducción temeraria, por ser un delito contra la seguridad común, la Procuraduría carece de legitimación procesal expresa para actuar como víctima. 

	10-014213-0007-CO
	Ana Cristina Mora Rawson contra el artículo 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres.
Resolución de 12:02 horas del 08 de noviembre del 2010

Boletín judicial 233, 234, 235 del 01, 02 y 03 de diciembre del 2010.
	SANCIONES POR NO TENER REVISIÓN TÉCNICA EN VEHÍCULO

La norma se impugna en cuanto establece una multa del cincuenta por ciento (50%) del salario base mensual, correspondiente al “Auxiliar administrativo 1” que aparece en la relación de puestos del Poder Judicial, de conformidad con la Ley del Presupuesto Ordinario de la República, aprobada en el mes de noviembre anterior a la fecha en que se comete la infracción de tránsito, sin perjuicio de las sanciones conexas, a quien conduzca un vehículo sin haber cumplido el requerimiento de la revisión técnica, según lo dispuesto en el artículo 21 de esa Ley.  Señala que el conductor que reciba una boleta de citación por no contar su vehículo con la revisión técnica, es multado con un total de 190.710 colones, además de una disminución de quince puntos, que significa un total de treinta por ciento de los cincuenta puntos que significan el goce pleno de la licencia, sin importar el estado en que realmente se encuentre el vehículo, el modelo ni el kilometraje. Afirma que la infracción impugnada resulta ser mayor en cuanto a la sanción que otras conductas que sí resultan peligrosas para la seguridad vial, en perjuicio de terceras personas. Aduce que la multa establecida es de naturaleza fiscal y protectora de un monopolio. 



	10-15503-007-CO
	Amaral Sequeira Enríquez en su condición de Secretario General del Sindicato de Profesionales en Ciencias Médicas de la Caja Costarricense de Seguro Social; contra el artículo 200 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, número 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres. 

Resolución de 08:17 horas del 02 de diciembre del 2010

Boletín judicial 247, 248, 249 del 21, 22 y 23 de diciembre del 2010.
	PRUEBAS DE SANGRE Y ORINA EN LA CCSS

Las normas se impugnan en cuanto establece que en los asuntos de Infracción a la Ley de Tránsito, donde medie conducción bajo los efectos del licor o drogas enervantes, los exámenes de sangre y de orina podrán realizarse en cualquier centro de salud, público o privado autorizado por el Ministerio de Salud y sus funcionarios están obligados a administrar la prueba y emitir el resultado. Refiere el accionante que en razón de lo dispuesto en esa norma, la Gerencia Médica de la Caja Costarricense de Seguro Social, mediante oficio 11620-5-A-09 del primero de marzo del dos mil diez, puso en conocimiento de la dirección de hospitales, clínicas y áreas de salud: el protocolo para la toma de muestras sanguíneas, el procedimiento para la toma de muestras sanguíneas, el embalaje y envío de muestras sanguíneas, los cuales son de acatamiento obligatorio. Manifiesta que el artículo 73 de la Constitución Política establece que no podrán ser transferidos ni empleados con finalidades distintas a las que motivaron su creación, los fondos y las reservas de los seguros sociales. En este sentido, señala que hay una clara violación de la disposición constitucional, en la reforma del artículo 200 supra citado y del oficio 11620-5-A-09 emitido por la Caja Costarricense de Seguro Social, debido a que se obliga a la Institución a utilizar fondos públicos que tienen que ser destinados a la seguridad social para realizar actos inherentes a un proceso judicial como son los delitos penados por la injerencia alcohólica en la conducción de un vehículo automotor. Se delega todo el procedimiento a la Caja Costarricense de Seguro Social sin indicar cuál va a ser la partida presupuestaria con la que se van a financiar los exámenes médicos establecidos, lo cual provoca que la Institución se vea obligada a dejar de financiar otros programas que benefician a los usuarios para dedicar dinero público a pagar pruebas y exámenes que no les corresponden en la prestación de servicios de salud. 

	10-7524-007-CO
	Ricardo Harbottle Chinchilla en su condición de Apoderado Especial Judicial de Marco Tulio Portilla Mora, para que se declare inconstitucional el segundo párrafo del inciso c) del artículo 9 del Reglamento del Estatuto del Servicio Civil, el cual dispone: “…Si como resultado de dichas investigaciones se comprobare que los candidatos no poseen aptitud satisfactoria, se podrá, en forma temporal o indefinida, no tramitar las ofertas o la elegibilidad del candidato.” 

Resolución de 10:17 horas del 13 de noviembre del 2010 (Se rectifica el error material contenido en la resolución de las quince horas cuarenta y cinco minutos del veinticuatro de junio de dos mil diez)
Boletín judicial 247, 248, 249 del 21, 22 y 23 de diciembre del 2010.

	TRAMITACION DE OFERTAS EN EL SERVICIO CIVIL

La norma se impugna porque permite a la Dirección General del Servicio Civil inhabilitar a una persona para ingresar al Servicio Civil, facultad que se convierte en una sanción de carácter punitivo con carácter indefinido impuesta por una autoridad administrativa, la cual además, solo puede decretarse mediante ley, y no a través de un reglamento. Adicionalmente la inhabilitación permanente constituye una sanción perpetua, que además, limita el derecho al trabajo. 




	4.  SENTENCIAS INTEGRAS PUBLICADAS




	NO. BOLETÍN


	FECHA
	VOTO

	241
	13 de diciembre del 2010
	Sentencia 2010-13705

Expediente 10-08556-0007-CO. A las catorce horas con treinta y seis minutos. Acción de Inconstitucionalidad. José Enrique Salmerón Barquero en contra del Artículo 19 de las Normas Generales que rigen para la Autorización y Pago de Tiempo Extraordinario en las entidades del Sector Público y el Artículo 7 del Reglamento Autónomo de Servicios del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Se declara CON LUGAR la acción. En consecuencia, se anulan el  artículo 18 de las Normas para la autorización y pago de tiempo extraordinario en las entidades del sector público centralizado del veintitrés de enero del dos mil seis, emitidas por la Dirección General de Servicio Civil y el 7 del Reglamento para el pago de compensación económica por disponibilidad del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese íntegramente en el Boletín Judicial. Notifíquese. -



	241
	13 de diciembre del 2010
	Sentencia 2010-15058

Expediente 08-8050-0007-CO. A las catorce horas con cincuenta minutos. Acción de Inconstitucionalidad. Flor Cristina Díaz Prudencio en contra de los Artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones. Se declara con lugar la acción. En consecuencia, se anulan por inconstitucionales los artículos 14 y 15 de la Ley General de Pensiones, Nº 14 de 2 de diciembre de 1935 y sus reformas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de las normas anuladas, sin perjuicio de los derechos adquiridos de buena fe y de las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Comuníquese a la Asamblea Legislativa. Notifíquese.-




	5.      POR TANTOS PUBLICADOS


	NO. BOLETÍN
	FECHA
	VOTO

	238-239-240
	08-09-10 de diciembre del 2010
	Sentencia 2010-17907
Expediente 10-09929-0007-CO. A las quince horas con siete minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial de San José en lo referente a los Artículos 204 y 304 del Código Procesal Penal. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que el artículo 204 bis del Código Procesal Penal no es inconstitucional. Asimismo, se estima que el artículo 304 del Código Procesal Penal no resulta inconstitucional, siempre y cuando se interprete que a partir de la fase del debate únicamente procede la protección extraprocesal de la víctima o testigo, a fin de no lesionar el derecho de defensa y que dicha protección debe mantenerse, aún después de la firmeza del fallo, mientras resulte necesaria para la seguridad del testigo, perito, deponente o sus familiares. Notifíquese, publíquese en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta.-

 

	241-242-243
	13-14-15 de diciembre del 2010
	Sentencia 2010-18965

Expediente 10-01696-0007-CO. A las trece horas con dieciocho minutos. Acción de Inconstitucionalidad. María Doris Gutiérrez Carrera en contra del Artículo 20 inciso d) del Reglamento de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se declara CON LUGAR la acción planteada.- En consecuencia, se anula por inconstitucional el inciso d) del artículo 20 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte de la Caja Costarricense de Seguro Social.- Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe y de las relaciones o situaciones jurídicas que se hubieran consolidado por prescripción, caducidad o en virtud de sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada material. Publíquese íntegramente en el Boletín Judicial y reséñese en el Diario Oficial La Gaceta. Notifíquese.-



	241-242-243
	13-14-15 de diciembre del 2010
	Sentencia 2010-18966

Expediente 09-11845-0007-CO. A las trece horas con diecinueve minutos. Consulta Judicial de Constitucionalidad. Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda en lo referente al Artículo 4 inciso b) del Reglamento a la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico, Decreto Ejecutivo No. 24863 de 5 de diciembre de 1995. Se evacua la consulta formulada en el sentido de que no existe inconstitucionalidad, siempre y cuando se interpreten los artículos 4,inciso b) y  21 del Decreto Ejecutivo No. 24863-TUR-H del 5 de diciembre de 1995, de manera conforme con el Derecho de la Constitución, de modo que el beneficiario podrá gozar de las exenciones, beneficios e incentivos previstos en la Ley de Incentivos para el Desarrollo Turístico No. 6990 del 15 de julio de 1985 y sus reformas, en tanto se encuentre en ejecución efectiva un programa o proyecto importante, nuevo, de ampliación o de remodelación. Reséñese este pronunciamiento en el Diario Oficial La Gaceta y publíquese. Notifíquese. El Magistrado Cruz salva el voto y evacua la consulta en el sentido que las normas son inconstitucionales.-
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AMBIENTE 

20781-10. AGUAS. SE ORDENA DESALOJO POR DESCARGA DE AGUAS RESIDUALES EN VIVIENDA. Manifiesta el recurrente que habita en el Residencial Villas Don Alfonso, ubicado en Fátima de Desamparados, lugar donde existe un sistema de alcantarillado sanitario que no está completamente habilitado por parte del Instituto recurrido. Establece que en el año dos mil siete solicitó al Instituto recurrido la conexión de dichas aguas al alcantarillado sanitario, pero la solicitud le fue denegada, con el entendido de que el resto de personas que habitan en el lugar, se conectaron sin permiso alguno desde hace aproximadamente veinte años. Agrega que envió oficio a la  Contraloría de Servicios del Instituto recurrido, exponiendo la situación, pero no atendió el problema como corresponde. Alega que debido a lo anterior  se le notificó orden sanitaria número ARSD-LRR-049-2010 de 25 de octubre de 2010, y  se le advierte que debe desalojar su vivienda por peligro eminente de salud pública, sea que aún cuando consideró que al momento en que puso en conocimiento de las autoridades recurridas el problema apuntado, lejos de tomar alguna decisión tendente a dar solución al mismo, se procede a dejarlo en total estado de indefensión al emitir la citada orden de sanitaria, ordenando el desalojo de su vivienda, a diferencia que el resto de vecinos del lugar, que aún estando en su misma situación, no se les ha realizado apercibimiento alguno al respecto. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
20836-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA. GENERADA POR FUNCIONAMIENTO DE TERMINAL DE BUSES. Indica el recurrente que vive contiguo a la terminal de buses de  Concepción Abajo de Alajuelita, motivo por el cual  los buses se estacionan casi a la entrada de su vivienda con el motor encendido, ocasionando contaminación dentro de su casa. Señala que los empleados de la empresa recurrida tienen la vía pública como orinales, y el olor es insoportable. Afirma que en algunas ocasiones orinan en bolsas y botellas y las lanzan a la calle; además, la basura que ellos producen igualmente la lanzan a la calle. Sostiene que conversó vía telefónica con el gerente de la empresa recurrida, y éste quedó en resolver pronto el problema; sin embargo, a la fecha no ha hecho nada. Se declara con lugar el recurso únicamente contra el Ministerio de Obras Públicas y Transportes, y el Área Rectora de Salud de Alajuelita. En consecuencia, se ordena a la Presidenta de la Junta Directiva del Consejo de Transporte Público del MOPT, proceder en el término de DOS MESES contado a partir de la notificación de este amparo, a la reubicación de la terminal de buses de la ruta que corresponde a la empresa Ruta 38 AB S.A. ubicada en la urbanización Monte Alto de Concepción abajo de Alajuelita, de tal forma que su ubicación no signifique un riesgo para la salud de los vecinos de la comunidad. En cuanto a la empresa recurrida, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

20358-10. CONTAMINACIÓN AMBIENTAL. POR INSTALACIÓN DE TORRE DE TELEFONÍA CELULAR. Los recurrentes plantean su preocupación ante la posible instalación de una torre de telefonía celular en el distrito Buenos Aires, cantón Palmares de la provincia de Alajuela, pues, según indican, existen estudios científicos que exponen los efectos negativos para salud que podrían potencialmente darse o incrementarse para las personas que viven cerca de tales estructuras. A lo que se añade la eventual generación de contaminación visual. Esta Sala ha reconocido que el avance en los últimos 20 años en materia de tecnologías de la información y comunicación ha revolucionado el entorno social del ser humano. Estas tecnologías han impactado sustancialmente el modo en que el ser humano se comunica, facilitando la conexión entre personas e instituciones a nivel mundial y eliminando las barreras de espacio y tiempo. Al punto que, el acceso a estas tecnologías se convierte en un instrumento básico para facilitar el ejercicio de derechos fundamentales. Por ello, en lo relativo al eventual impacto que podría tener la instalación y puesta en funcionamiento de tales torres en la salud de la población, del expediente se extrae que, según los estudios científicos que se han efectuado, tanto en el ámbito internacional como nacional, no existe evidencia de que la operación de tales torres suponga un riesgo o amenaza para la salud de las personas y, por el contrario, se ha determinado que sus emisiones son de tan baja potencia que resultan inocuas para la salud. En el voto se citan las  sentencia número 2010-012790, 2003-03419  y 2004-07890.  Se declara sin lugar el recurso. SL
20360-10. PERMISOS.  ACUSA USO INDEBIDO DE PATENTE COMERCIAL. El recurrente indica que contiguo a su vivienda se encuentra una la empresa de serigrafía, la cual está empleando otro tipo de máquinas para la corta de madera o materiales similares, sin que la Corporación Municipal recurrida haya procedido a realizar una inspección a fin de acreditar el uso indebido de la patente comercial que le fue concedida, actuación que va en detrimento de sus derechos fundamentales. Sobre el tema planteado, considera la Sala que la empresa se ha ajustado a la actividad autorizada y avalada por igual ante el Ministerio de Salud. Se acredita que la autoridad recurrida ha realizado diferentes inspecciones a las instalaciones de la empresa en cuestión, la última de ellas el 5 de noviembre pasado, en las cuáles ha constatado que las actividades que se llevan a cabo son las relacionadas a la serigrafía e impresión digital y en ningún momento han encontrados máquinas para la corta madera y fabricación de muebles, motivo por el cual el presente recurso debe ser desestimado. Finalmente, se le recuerda al recurrente que de conformidad con la legislación aplicable quién es competente para atender algún tipo de denuncia relacionadas con problemas de contaminación sónica es el Ministerio de  Salud.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL

20325-10. CONTAMINACIÓN SÓNICA. ACTIVIDAD DE PERIFONEO DESCONTROLADA EN TURRIALBA. Los recurrentes denunciaron y solicitaron la intervención de los recurridos, para solucionar la contaminación sónica causada por la actividad desarrollada por varios comerciantes del cantón de Turrialba, mediante la actividad de perifoneo. Dicha actividad se ha ido desarrollando e incrementando en forma desmedida y sin control alguno, lo que dificulta realizar actividades cotidianas, como el descanso, las actividades profesionales y estudiantiles, llegando incluso a alterar el estado de salud de adultos mayores y niños. Indican que las autoridades competentes no han tomado parte en el la solución del problema. Se declara parcialmente con lugar el recurso por violación al artículo 21 de la Constitución Política en cuanto se dirige contra la Delegación de la Policía de Tránsito de Turrialba del Ministerio de Obras Públicas y Transportes. Se ordena a Nelson James Pérez en su  condición de Jefe de la Delegación de la Policía de Tránsito de Turrialba, del Ministerio de Obras Públicas y Transportes o a quien ejerza el cargo que - de manera inmediata - tome  todas las medidas necesarias y las previsiones administrativas y de legalidad que correspondan, para evaluar el cumplimiento de los requisitos que la Ley de Tránsito por Vías Públicas y Terrestres y su reglamento exigen a quienes conducen vehículos con altoparlantes o que se dedican a la actividad de perifoneo, para evitar el menoscabo o daño a la salud por contaminación sónica  en ese Cantón. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL
ASAMBLEA LEGISLATIVA
21680-10. ACUERDO LEGISLATIVO. INGRESO DE TROPAS Y BUQUES MILITARES. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Acuerdo Legislativo N°6430-10-11. Se acusa que en el acuerdo legislativo impugnado se dio una mala aplicación del artículo 121.5 de la Constitución Política, pues la Asamblea Legislativa dio su asentimiento al ingreso de las  tropas y buques de la armada de Estados Unidos, referidas en el oficio 0538-2010 DM del 21 de junio del 2010, suscrito por el Ministro de  Gobernación, Policía y Seguridad Pública. Las fuerzas extranjeras estarán desarrollando operaciones antinarcóticos en apoyo del Servicio Nacional de Guardacostas del 01 de julio al 31 de diciembre del 2010. Se indica que no se dio información clara para tomar el acuerdo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar la acción. Los Magistrados Calzada, Armijo y Cruz salvan el voto y declaran parcialmente con lugar la acción. SL

20828-10. INSTRUMENTOS INTERNACIONALES. CONVENIO PARA UNIFICACIÓN DE REGLAS DE TRANSPORTE AEREO INTERNACIONAL. Consulta Legislativa en lo referente al Proyecto de Aprobación del «Convenio para la Unificación de ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Internacional (Convenio de Montreal 1999)», que se tramita en el expediente legislativo número  17.261. Se evacua la consulta preceptiva en el sentido que el proyecto de ley de de aprobación de "Convenio para la Unificación de ciertas Reglas para el Transporte Aéreo Internacional (Convenio de Montreal 1999)", que se tramita en el expediente legislativo número  17.261, no resulta inconstitucional. Evacuada

COLEGIOS PROFESIONALES
21509-10. INCORPORACIÓN. NIEGAN INCORPORACIÓN EN COLEGIO DE CIENCIAS ECONÓMICAS. Alega el recurrente que  presentó ante el Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas, los documentos requeridos para el trámite de su  incorporación. Manifiesta que durante varias semanas realizó llamadas al Colegio recurrido para preguntar sobre su trámite, pero siempre se le respondió de manera evasiva. Indica que después de la larga espera le comunicaron que se tomó la decisión de rechazar la solicitud de incorporación y además solicitar ante el CONESUP la nulidad del título. Menciona que el Colegio en mención establece que existe un desfase entre la fecha de su título de bachiller de secundaria y la fecha de ingreso a la universidad, según certificación de notas emitida por la Universidad del Valle, pero -según afirma- no existe anomalía alguna, ya que la diferencia radica en que en aquel momento ciertas universidades permitían a las personas que hubiesen concluido y ganado el quinto año, pero que tuviesen pendiente alguna materia de bachillerato, ingresar y estudiar en la universidad. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Junta Directiva del Colegio de Profesionales en Ciencias Económicas que autorice la incorporación del recurrente a dicho Colegio, si ha cumplido con todos los demás requisitos pertinentes. Lo anterior, sin perjuicio de que el Consejo Nacional de Enseñanza Superior Universitaria Privada decida iniciar el Procedimiento de Nulidad establecido en el artículo 173 de la Ley General de la Administración Pública, con el fin de declarar la nulidad del refrendo otorgado al título de Licenciado en Administración de Empresas con énfasis en Mercadeo del recurrente, si estima que es lo que en derecho corresponde. CL

CONTRATOS O LICITACIONES
20375-10. INHABILIGACIÓN. SE IMPUGNA SANCIÓN IMPUESTA SIN DEBIDO PROCESO. AAlega el recurrente que se han vulnerado los derechos de su representada, porque se le ha aplicado una sanción de inhabilitación para contratar con la Administración Pública, sin que previamente fuera notificada sobre la apertura de un  procedimiento administrativo en su contra, y sin que se le diera la oportunidad de ejercer su derecho de defensa. Sin embargo, en este caso se constata que si se le dio debido proceso a la empresa recurrente y sobre el lugar correcto en donde debió ser notificado, estima la Sala que ese es un aspecto de legalidad, cuya divergencia puede ser resuelta a través de los mecanismos comunes que establece la legislación, sin que involucre, en modo alguno derechos fundamentales, pues como es evidente, en este caso concreto, la resolución fue debidamente notificada en el número de fax señalado por la contratista en la oferta, indicando que ese sería el sitio para recibir notificaciones y comunicaciones, el cual fue además avalado por el Consejo Superior del Poder Judicial. SL
DERECHO A LA EDUCACIÓN

21482-10. EDUCACIÓN ESPECIAL. NIEGAN  APLICACIÓN DE ADECUACIÓN SIGNIFICATIVA.  Reclama la recurrente que aún cuando por sus condiciones particulares, ha solicitado la aplicación de una adecuación curricular significativa que le permita continuar con el proceso educativo que ha iniciado, las autoridades accionadas, se la deniegan bajo el argumento de que su problema de salud no significa la aplicación de ese tipo de adecuación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Directora, al Presidente del Comité de Apoyo Educativo y a la profesora, todos del Centro Metropolitano de Educación para Jóvenes y Adultos Ricardo Jiménez Oreamuno (CEMEJA) del Ministerio de Educación Pública, adoptar de manera inmediata, las medidas y ajustes que sean necesarios e indispensables para que la recurrente reciba la educación apropiada a su condición, lo cual deberá coordinar con la Asesora Regional de Educación Especial del Ministerio de Educación Pública. CL

21502-10. TÍTULO EDUCATIVO. NIEGAN REPOSICIÓN DE TÍTULO DE ESTUDIOS PRIMARIOS. Refiere el recurrente que el título obtenido en que aprobó el primer y segundo ciclo de la Educación General Básica, en la Escuela de Santa Rosa de Upala, en el año de 1979; se le perdió y, esto lo motivó a solicitar un nuevo título en la institución, sin embargo, el director de ese centro educativo, le indicó que no existían registros referentes a ese año, por lo que le sugirió trasladarse a la Dirección Regional de Educación de Cañas a exponer su caso, lugar donde los encargados le expresaron que ellos no sabían que hacer, pero le recomendaron realizar en sede notarial un proceso de perpetua memoria. Indica que realizó el proceso mencionado y,  con los documentos obtenidos se trasladó al Departamento de Control de Calidad del Ministerio de Educación Pública, para finalizar su trámite, pero en ese lugar se le indicó que ellos no sabían que hacer con ese tipo de solicitudes, por lo que no le podían ayudar. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director de la Escuela Santa Rosa de Upala, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que el problema que se presenta con la certificación del título de conclusión de estudios de Educación General Básica obtenido por el amparado en el año 1979 en ese centro educativo, sea resuelto en forma definitiva dentro del plazo de quince días contado a partir de la comunicación de esta sentencia, de manera que el recurrente cuente con esa documentación que le permita acreditar sus estudios primarios. CL

21504-10. PRUEBAS DE APTITUD. CENTRO EDUCATIVO NIEGA REALIZAR PRUEBA DE APTITUD A MENOR DE EDAD. Menciona la recurrente que a su hija no se le permite  inscribirse para la realización de la prueba de actitud, porque tiene una diferencia de cuatro días para la edad  requerida. Comenta que necesita matricular a su hija en la Escuela Josefina López Bonilla, pero  la Directora de dicho centro educativo, y el Supervisor del Circuito 01, le indicaron la imposibilidad de matricular a la menor en la prueba en mención. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Supervisor Circuito 01 de la Dirección Regional de Educación de Santa Cruz, Guanacaste; y a la Asesora Regional de Educación Preescolar de Santa Cruz, Guanacaste, emitir las órdenes pertinentes para que a la menor amparada se le practique la prueba de rendimiento necesaria para determinar si es apta para ingresar al sistema educativo en el nivel de Educación General Básica y, en caso de ser aprobada la valoración, deberá admitirla como alumna regular de la Escuela Josefina López Bonilla. La prueba en cuestión deberá realizarla, a más tardar, en el plazo de quince días contado a partir de la comunicación de la presente resolución, y comunicar el resultado de la misma a esta Sala. CL

21081-10. INGRESO. CENTRO EDUCATIVO NIEGA INGRESO A ESTUDIANTE POR NO PROFESAR RELIGIÓN CATÓLICA.  Menciona el recurrente que solicitó en calidad de padre de familia del  amparado que se le eximiera de la clase de religión católica y de los eventos religiosos que se efectúan en dicho centro educativo; no obstante en esa oportunidad, la solicitud le fue denegada, pese a que se le facilitó copia del fallo. Indica que, posteriormente, cambió de colegio, pero ahora, desea retornar a ese centro de estudios a fin de cursar el quinto  año, pero al solicitar la solicitud de ingreso, constató que el  colegio continúa con una actitud discriminatoria con respecto a la religión, ya que su contrato de servicios educativos obliga a los menores a llevar la clase de religión y las actividades relacionadas al culto a la religión católica. Se declara CON LUGAR el recurso. Se ordena al Presidente de la Asociación Pro Artesania y Cultura, y a la Directora del Colegio Santa María de Guadalupe, que de forma inmediata se adopten las medidas necesarias, para que no se condicione el proceso de admisión y matrícula del amparado en dicho centro educativo, a  que sus padres o representantes se obliguen a que el menor participe en prácticas religiosas católicas y en actividades y lecciones de educación religiosa católica. CL
21083-10. PROBLEMAS DISCIPLINARIOS. SE ORDENA AL MEP RESOLVER PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO CONTRA DOCENTE. Indica la recurrente que es estudiante de tercer grado en el centro educativo recurrido, lugar en el cual es víctima de agresión verbal y gesticular, por parte de su maestra. Afirma que a la docente se le sigue una causa en el Departamento de Asuntos Disciplinarios del Ministerio de Educación Pública, por haberle pegado a una compañera en clase y que el comportamiento hacia ella, se da como represalia a la  condición de testigo que tiene en esa causa. Se declara con lugar el recurso.  Se ordena al Jefe a.i. del Departamento de Asuntos Disciplinarios del Ministerio de Educación Pública, que dentro del plazo de un mes, que se contará a partir de la notificación de esta sentencia, resuelva de acuerdo con la ley, mediante acto final, el procedimiento administrativo que aquí interesa, en el que está siendo investigada la docente, debiendo comunicarles su resolución dentro del mismo plazo, a las partes y los ahí denunciantes. CL

20660-10. EDUCACIÓN ESPECIAL. NIEGAN ADECUACIÓN CURRICULAR. Indica la recurrente que  su hijo tiene autismo leve y en el centro educativo no le han brindado un adecuado manejo a esa situación, por lo que desde hace dos meses acudieron ante las autoridades recurridas para buscar una solución al problema descrito, sin que a la fecha hayan encontrado respuesta alguna. Alega que a la fecha a su hijo no se le ha brindado la adecuación curricular que requiere para su desarrollo integral y su proceso educativo. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena a la Asesora Regional de Educación Especial de San José pronunciarse, de inmediato y definitivamente, sobre las necesidades particulares que reclama la recurrente. CL

20665-10. CENTRO EDUCATIVO PRIVADO. NIEGAN A ESTUDIANTES CONTINUAR CON EL PROCESO EDUCATIVO POR FALTA DE PAGO. Argumenta el recurrente que las autoridades del colegio recurrido se han negado, por falta de pago, a entregar a su hijo  las notas correspondientes al primer trimestre que cursó en esa institución. Señala que esas notas son necesarias para que pueda completar el ciclo anual de notas requerido por la institución donde ahora cursa sus estudios. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al representante legal de Colegio Internacional SEK Costa Rica, S. A., suministrarle, inmediatamente, al recurrente las calificaciones del amparado, correspondientes al primer trimestre del curso lectivo 2010.CL

20334-10. PRUEBAS DE BACHILLERATO. IMPEDIMENTO PARA REALIZAR PRUEBAS PORQUE INSTITUCIÓN NO ESTABA INSCRITA. La recurrente acude en amparo a esta Sala, alegando la violación al derecho a la educación de su hijo, toda vez que cursa el undécimo año en el Colegio Internacional Christian School; sin embargo por la falta de permisos de dicha institución el Ministerio de Educación Pública, le impidió inscribirse para realizar las pruebas nacionales de bachillerato. En este caso, la Sala tiene por demostrado que al amparado no se le permitió inscribirse para realizar las pruebas de bachillerato y así concluir el Programa de estudio, porque el centro educativo en cuestión no se encontraba acreditado; no obstante, la institución estuvo brindando el servicio educativo durante el presente año. En este sentido considera la Sala que el hecho de que el Ministerio accionado haya sido permisivo con la situación expuesta, al permitir el funcionamiento de esta institución, a expensas de no contar con la acreditación correspondiente, no puede perjudicar a los estudiantes de dicho centro, quienes no tienen porqué sufrir las consecuencias de dicha negligencia, por lo que se declara con lugar el recurso. CL
DERECHO A LA INFORMACIÓN
21284-10-10. EXPEDIENTE. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO EN EL ICE. Manifiesta el recurrente que el treinta y uno de mayo del dos mil diez la amparada remitió una nota al representante de la recurrida en la que  solicitó la entrega de la copia certificada del expediente administrativo que sirvió de base para que el Instituto Costarricense de Electricidad inicie las diligencias de expropiación, no obstante le fue denegado. Además pidió se le informe si la empresa pretende pasar el tendido eléctrico sobre su finca y si junto con los cables de conducción eléctrica, también  tenderán otro tipo de cable, como la fibra óptica y no le contestaron su gestión. Se declara parcialmente con lugar el recurso solo por violación a los artículos 27 y 30 de la Constitución Política. Se ordena al Presidente Ejecutivo del Instituto Costarricense de Electricidad y al apoderado generalísimo de la Empresa Propietaria de la Red, que dispongan las medidas requeridas para que a la accionante se le facilite el expediente administrativo solicitado en su nota presentada el 31 de mayo de 2010 y, además, se le contesten con el debido fundamento los demás aspectos consultados en dicho escrito, dentro del plazo de ocho días contado a partir de la notificación de este pronunciamiento. CL

20672-10. EXPEDIENTE. NIEGAN FOTOCOPIAS DE PROCESO DISCIPLINARIO. Manifiesta la recurrente que es docente y fue agredida por un estudiante, motivo por el cual interpuso la denuncia en la Fiscalía. Señala que su abogado solicitó por escrito a la recurrida copia del proceso disciplinario seguido contra la estudiante, pero la recurrida se lo denegó. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Instructora del Proceso Disciplinario seguido en la Escuela Apolinar Lobo Umaña contra una estudiante menor de edad, que le permita a la amparada el acceso al expediente bajo el que se tramita el procedimiento citado. CL

20657-10. MUNICIPAL. NIEGAN INFORMACIÓN SOBRE CONTRATACIÓN PROFESIONAL EN MUNICIPALIDAD DE ATENAS. Reclama la recurrente que  presentó una solicitud de información ante la Municipalidad accionada donde solicitó una copia certificada del expediente administrativo por medio del cual se contrató al asesor legal externo, así como el detalle de los pagos realizados, copia de las facturas expedidas por ese profesional, e indicar si, al momento de la contratación, y demostrar si aparecía registrado ante la Caja Costarricense de Seguro Social como profesional independiente. Agrega que además solicitó  una certificación de los pagos realizados a dicho profesional, indicando el monto, fechas y el cheque o depósito con base en el cual se realizó cada pago, una copia certificada de las facturas expedidas por ese profesional como respaldo del pago de la municipalidad por sus servicios, así como copia certificada del contrato de servicios entre ambos.  Establece que se le indicó que previo a remitir copia certificada de las facturas y demás documentos, debía contar con la autorización del Concejo Municipal y realizar consulta al Instituto de Fomento y Asesoría Municipal, sobre la procedencia de su solicitud.  Indica que el Concejo Municipal de Atenas hizo la consulta a dicho instituto, dicha autoridad le indicó que toda la documentación que se refiere a la Hacienda Municipal es pública.  No obstante a la fecha  no ha  recibido la información solicitada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Proveedora y Tesorera Municipal de Atenas, respectivamente, que de inmediato brinde plena y efectiva respuesta a la solicitud de información presentada por la recurrente. CL
DERECHO DE PENSION
20640-10. PENSIÓN POR VIUDEZ. COBRO DE PENSIONES RECIBIDAS CUANDO LABORABA PARA EL ESTADO.  Reclama la recurrente que es beneficiaria de una pensión por sucesión y que en el  año dos mil siete la  entidad recurrida le abrió un procedimiento de caducidad de beneficio jubilaborio, alegando incompatibilidad de percibir pensión en condición de causahabiente y percibir salario a la vez.  Que a pesar de que presentaron los alegatos correspondientes, más bien la Dirección de Pensiones le propuso a su representada que tenía dos alternativas, o renunciaba a su trabajo de más de treinta años o aceptara la caducidad de la pensión, para todo lo cual le otorgaban un mes de plazo. Alega que a raíz de toda esa situación, su representada tuvo que solicitarle al Director del Hospital San Vicente de Paúl, de Heredia, la ayuda para que le aceptara la renuncia sin tener que otorgar el preaviso de ley, ya que de lo contrario le iban a quitar el derecho de la pensión, motivo por el cual la amparada dejó de laborar para la Caja Costarricense de Seguro Social. Indica además de haber renunciado involuntariamente a su trabajo, la Administración pretende cobrarle retroactivamente las pensiones giradas, las cuales le fueron pagadas con consentimiento y conocimiento de su situación por parte de la recurrida. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula el procedimiento administrativo para determinar la caducidad del beneficio jubilatorio seguido contra la amparada por encontrarse laborando y recibiendo pensión simultáneamente. Se ordena a la Directora Nacional de Pensiones o a quien ocupe ese cargo, no  tomar en consideración el numeral 14 de la Ley General de Pensiones declarada inconstitucional por la Sala Constitucional en la sentencia Nº 2010-15058 de las catorce horas y cincuenta minutos del ocho de setiembre del dos mil diez. CL

20641-10. PENSIÓN POR VIUDEZ. ADMINISTRACIÓN PRETENDE SUSPENDERLE PENSIÓN POR TRABAJAR CON EL ESTADO.  Alega  la recurrente que durante veinte años ha laborado para el Ministerio de Educación Pública como educadora. Actualmente goza de la pensión por sucesión, de quien en vida fue su cónyuge y que dicho beneficio se le otorgó desde mil novecientos noventa y tres, no obstante después de tener diecisiete años de recibir lo correspondiente a ese derecho las autoridades recurridas le otorgaron un plazo de ocho días para que tome la decisión de seguir recibiendo la pensión por sucesión o renunciar a su puesto como docente, tomando como base una decisión administrativa que se adoptó. Se declara CON LUGAR el recurso. Se anula la resolución administrativa DNP-MT-6824-2006 de las 9:00 horas del 23 de noviembre de 2006 de la Dirección Nacional de Pensiones -en cuanto  condiciona a la recurrente a escoger entre  el derecho a la pensión y la renuncia al cargo que ostente en la Administración Publica con base en lo dispuesto en el numeral 14 de la Ley General de Pensiones declarada inconstitucional Se ordena al Director Nacional de Pensiones y al Presidente de la Junta Directiva de Pensiones del Magisterio Nacional, no  tomar en consideración el numeral 14 de la Ley General de Pensiones declarada inconstitucional por la Sala Constitucional en la sentencia Nº 2010-15058 de las catorce horas y cincuenta minutos del ocho de setiembre del dos mil diez. CL

DERECHO DE PROPIEDAD

20743-10. DESALOJO. SE ORDENA DESALOJO DE FAMILIAS DEL BAJO LOS ANONOS DE ESCAZÚ.  Indica el recurrente que se ordenó el desalojo de las familias que ocupan el Bajo de los Anonos, Escazú, sin que se les haya comunicado las razones de la decisión y con solo dos  horas de antelación a la ejecución de dicho acto, con lo cual los dejan en estado de indefensión. Además, alegan que no se les dio una alternativa de reubicación. Esta Sala ha resuelto reiteradamente que las órdenes sanitarias que emiten las autoridades del Ministerio de Salud - como ocurre en este caso - se constituyen justamente en el acto inicial del procedimiento correspondiente - en que se comunican las razones de hecho y de derecho que motivan tal orden -, momento a partir del cual el administrado puede ejercer plenamente su derecho de defensa, sea recurriendo el acto administrativo mediante los recursos y ante las instancias previstas al efecto - ocasión en que puede presentar la prueba que considere relevante y plantear los alegatos que estime oportunos -, o en fin, efectuando todos los actos que considere pertinentes en el ejercicio de su defensa. En este caso, se acreditó que el desalojo se debió a una orden sanitaria dispuesta por el Área Rectora de Salud de Escazú, con fundamento en recomendaciones técnicas vinculantes de la Comisión Nacional de Emergencias,, con el fin de salvaguardar la vida e integridad del recurrente, su familia y las demás familias que habitan en una zona de alto riesgo. Sobre el particular, se cita la sentencia 12485-10, en donde ya se había analizado esta misma situación. SL

20332-10. EXPROPIACIÓN. FALTA DE PAGO DE INMUEBLE DE INTERÉS PÚBLICO. La recurrente interpuso este amparo porque el Ministerio de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones no le ha pagado a Hacienda Río Frío S.A. el precio de tres fincas, incorporadas, desde hace años, al Parque Nacional Volcán Tenorio. La Sala ya antes se ha pronunciado sobre la omisión de pago de un inmueble que, por interés público, debe adquirir el Estado, indicando que el artículo 45 de la Constitución Política consagra el derecho de propiedad, concediéndole carácter de "inviolable" y establece la obligación por parte del Estado de indemnizar al propietario previamente, cuando deba suprimir el derecho por razones de "interés público legalmente comprobado. Se declara declaran con lugar los recursos acumulados. Se ordena al Ministro de Ambiente, Energía y Telecomunicaciones, o a quien ocupe ese cargo, proceder en forma inmediata a realizar los trámites que sean necesarios para concluir el proceso de expropiación de las fincas inscritas al Folio Real del Partido de Alajuela Matrícula No. 161668-000, No. 166594-000 y No. 160232-000, propiedad de la compañía Hacienda Río Frío S.A., si ello fuere procedente. CL
20346-10 DESALOJO. ORDEN DE DEMOLICIÓN DE VIVIENDA POR PARTE DE LA MUNICIPALIDAD. El recurrente reclama que personeros de la Corporación Municipal recurrida pretenden demoler su vivienda, ubicada en un parque, actuación que va en detrimento de su derecho de propiedad. Sobre el tema, se citan las sentencias 2306-91 y 4495-09. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se declara sin lugar el recurso. SL
20304-10 DESALOJO. POR ORDEN DEL MINISTERIO DE SALUD. La recurrente considera lesionados sus derechos fundamentales, en particular los contenidos en los artículos 39 y 45 constitucionales, en virtud de que el Área Rectora de Salud de Moravia, dictó una orden de desalojo en su contra como vecina del Condominio Fuente de Vida, sin que los motivos que dieron origen a dicha medida, hayan sido puestos en su conocimiento y sin que haya sido tomada en cuenta en el procedimiento. Sobre el tema de desalojos por órdenes sanitarias, se cita el voto 8286-01, en donde la Sala señaló que las órdenes sanitarias que emiten las autoridades del Ministerio de Salud se constituyen justamente en el acto inicial del procedimiento correspondiente -en que se comunican las razones de hecho y de derecho que motivan tal orden-, momento a partir del cual el administrado puede ejercer plenamente su derecho de defensa, sea recurriendo el acto administrativo mediante los recursos y ante las instancias previstas al efecto. Con base en las consideraciones de la sentencia, se declara SIN LUGAR el recurso. SL
20324-10. DESALOJO. ACUSA FALTA DE NOTFICACIÓBN DE PROCESO DE DESALOJO. La recurrente alega que junto con su familia habita en un terreno propiedad del Instituto Mixto de Ayuda Social (INVU), en la Urbanización La Brasilia de Alajuela, desde hace muchos años, y afirma que en el amparo que se tramitó en el expediente número 01-009172-0007-CO, se le ordenó al citado Instituto procurar a su familia una solución de vivienda igual a la de las demás familias reubicadas por dicha institución en las urbanizaciones El Trópico y El Portillo. No obstante, a partir de la notificación del citado fallo, la entidad recurrida ha rehuido a su obligación, y por el contrario, ha tratado de trasladar sus obligaciones a otras Instituciones, con el agravante de que a principios de este año, reinició el proceso de desalojo de todas las familias que como la suya, habitan en ese lugar, sin notificarles en forma personal la existencia del mismo, con lo cual estima se violenta el debido proceso y el derecho de defensa en su perjuicio. Señala la Sala que de los autos se desprende que la amparada ha tenido pleno conocimiento de la gestión de desalojo administrativo tramitado en su contra, en  donde ha tenido la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, lo que implica que, contrario a lo que afirma en el escrito de interposición, con los hechos objeto de este amparo no se ha lesionado derecho fundamental alguno en su perjuicio, y más bien la actuación del Ministerio recurrido se encuentra ajustada a derecho.  Con base en lo anterior estima la Sala que ningún derecho fundamental se ha violentado en perjuicio de la amparada, por cuanto ha quedado demostrado que contrario a lo que afirma la recurrente en el escrito de interposición, no es por causas imputables a la administración recurrida que no se ha dado una solución adecuada a su problema de vivienda, sino por su propia negligencia y falta de interés, además de que se ha verificado que en relación con el desalojo que se pretende ejecutar en su contra, no se ha producido lesión alguna al debido proceso y derecho de defensa en su perjuicio.  Se declara SIN LUGAR el recurso. SL
DERECHO DE TRABAJO
21506-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. SECUESTRO Y UTILIZACIÓN DE  INFORMACIÓN ELECTRÓNICA. Indica la  recurrente que la amparada recibió copia de oficio de la Alcaldesa recurrida, en el cual se ordena el inicio de una investigación en contra de la amparada por supuesta participación en el concierto Vívelo 2010, acompañada por personas ajenas a la Municipalidad, menores de edad, acreditadas y con gafete para la asistencia al evento. Añade que un día después de los hechos la recurrida ordena resguardar la computadora de la amparada, en espera de los avances de la investigación, por ser de particular interés para la misma, practicando el secuestro del equipo indicado, lo cual ocurrió estando incapacitada. Señala que la Administración Municipal no contó con su autorización para obtener copia del material de su propiedad, de carácter privado, que se encontraba en el equipo de cómputo. Comenta que en éste, se encontraban fotografías, cartas, videos, mensajes, todos de carácter personal y que hoy día desconoce su paradero.  La Municipalidad inició un procedimiento ordinario en su contra, con fundamento en fotografías que encontró en su computadora, material que es de carácter privado y de su propiedad, que fue utilizado como prueba en su contra dentro del procedimiento disciplinario. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto a la alegada violación al artículo 24 de la Constitución Política. Se ordena al Alcalde de la Municipalidad de Alajuela, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que de inmediato se elimine y evite que circule la información de carácter privado que existe en las copias obtenidas de la documentación que se encontraba en la computadora de la amparada, y a su vez, se abstenga de incurrir en los actos que dieron a la declaratoria de con lugar del presente asunto. CL

21508-10. DESPIDO. CESE DE INTERINO SIN DEBIDO PROCESO. Establece el recurrente que mediante el oficio No. ADLCG-M-338-2010 se prorrogó su nombramiento interino en el puesto de Jornal Ocasional, destacado en el parqueo de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur, por el período comprendido entre el 4 de noviembre de 2010 y el 4 de enero de 2011, para lo cual se le confeccionó la respectiva acción de personal. Destaca que el Director Ejecutivo de JUDESUR, mediante el oficio No. RH-CF-016-2010 de 29 de octubre de 2010, le comunicó el cese de sus funciones, sin mediar justificación alguna y, designó a otro servidor en su lugar. Se declara con lugar el recurso. Se restituye al amparado en el pleno goce de sus derechos fundamentales. Se ordena a la  Encargada de Recursos Humanos, y al Director Ejecutivo de la Junta de Desarrollo Regional de la Zona Sur de la Provincia de Puntarenas, la reinstalación del recurrente y se de continuidad al procedimiento dentro de los parámetros del debido proceso y el derecho de defensa. CL  

21541-10. DESPIDO. CESE DE NOMBRAMIENTO INTERINO POR NO GANAR PRUEBA PSICOLOGICA.  Indica el recurrente que fue contratado por la Corte Suprema de Justicia para laborar como Agente de Seguridad en forma interina y en plaza vacante. Manifiesta que participó en el concurso para aspirar a una propiedad, y le exigieron realizar distintas pruebas como requisito, y es así como aprobó todos los exámenes que le practicaron, con excepción de la prueba psicológica.  Indica que en forma inexplicable, se le comunicó que quedaba cesante sin previamente instaurar un debido proceso que le diera la oportunidad de defender sus derechos. En este caso, a pesar de haber aprobado las demás pruebas, se le cesa luego de dos años de interinato en el mismo puesto, con la excusa de que no aprobó la prueba psicológica, que es un componente de la calificación total. Se declara sin lugar el recurso. SL
21495-10. DESPIDO. INTERINO POR INTERINO. Alega el recurrente que fue ascendida de manera interina en el puesto de Profesional Jefe de Servicio Civil 1 G- de E, desde el mes de marzo de 2009. Aduce que por oficio número 399-2009 RS-MA de 15 de abril de 2009 del Director de Recursos Humanos, se le comunicó el ascenso interino referido a partir del primero de mayo de 2009; sin embargo, posteriormente fue anulado su nombramiento y se puso en el puesto a otra persona en forma interina. Se declara con lugar el recurso. Se anula el oficio de la Dirección de Recursos Humanos del Ministerio de Seguridad Pública, número 879-2009-RS-MA, de 30 de julio de 2009. Se ordena al Director General del Departamento Administrativo y Financiero, y Director de Recursos Humanos, respectivamente, ambos del Ministerio de Seguridad Pública, que de inmediato interpongan las acciones que se encuentren dentro de su ámbito de competencias, para la reinstalación de la recurrente en el puesto número 94294, código presupuestario número 089-00-001-0023, si otra causa no lo impide. CL
21070-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. FALTA AL DEBIDO PROCESO.  Acusa el recurrente que en procedimiento administrativo seguido en su contra  la recurrida indica que podía consultar el expediente en las oficinas de esa dependencia y plantear los recursos de revocatoria y apelación; sin embargo, en reiteradas ocasiones se ha apersonado al lugar para examinar el expediente administrativo, pero no lo han podido localizar, dejándolo en completo estado de indefensión. Se declara con lugar el recurso por vulneración al debido proceso y derecho de defensa en perjuicio del recurrente. Se ordena retrotraer el procedimiento, a fin de que se le haga nuevamente al amparado el respectivo traslado de cargos, a partir del informe de inspección 1302.00251-2010-1 de 25 de marzo de 2010, cumpliendo con todas las garantías constitucionales. CL

21090-10. CONDICIONES LABORALES. POLICIAS PENITENCIARIOS. Alega el recurrente que los horarios de trabajo de los policías penitenciarios en ocasiones se extienden hasta por doce horas y únicamente tienen cuatro horas para descansar. Adicionalmente, asegura que por estar incapacitado un día tienen que ir a trabajar medio tiempo extra para poder gozar del descanso semanal. Además solicita que se ordene a la autoridad recurrida que coordinen las vacaciones y se respeten sus días de descanso. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena al Ministro de Justicia, y a la Directora del Centro de Atención Institucional El Buen Pastor,  que adopten de forma inmediata las medidas necesarias, dentro de sus respectivos ámbitos de competencia, para que se respete a la amparada su derecho al período de descanso durante su permanencia en su lugar de trabajo y se le garanticen las condiciones mínimas necesarias, incluido un espacio y una cama adecuada, para que pueda disfrutar debidamente de sus horas de descanso. En lo demás, se declara sin lugar el recurso.  CL Parcial
21076-10. SALARIO. ELIMINAN PLUSES SALARIALES Alegan los recurrentes que son trabajadores de la entidad recurrida y, en esa condición, disfrutan de los beneficios, derechos y deberes que establece la Convención Colectiva que les rige, entre los cuales se encuentra el pago de zonaje. Indican que la autoridad recurrida publicó un nuevo Reglamento de Zonaje  donde se les suprime el pago de ese rubro, a pesar de constituir un acto declarativo de derechos.  Se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios DRH-AASN°1343-08, DRH-AAS N°1390-08 y DRH-AAS N°1340-08, los tres del 9 de diciembre de 2008 del Director de Recursos Humanos del Consejo Nacional de la Producción, así como los actos que de ellos derivan. Se ordena al Gerente General del Consejo Nacional de la Producción, disponer lo necesario para que se mantengan las condiciones de pago de zonaje de los recurrentes, mientras ese acto declarativo de derechos no sea suprimido conforme al ordenamiento constitucional. CL

21077-10. SANCIÓN. SE LE EXCLUYE DEL REGISTRO DE ELEGIBLES POR EXPEDIENTE DISCIPLINARIO. Reclama el recurrente que se le "excluye temporalmente" del Registro de Elegibles del Ministerio de Educación Pública, "hasta tanto no se resuelva el expediente disciplinario  abierto en su contra y pendiente todavía”. Estima que con lo acusado, se le sanciona y condena a priori, sin ninguna base o fundamento legal o constitucional, para lo cual no ha tenido la oportunidad de ejercer su derecho de defensa, ni se le ha demostrado su culpabilidad. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se deja sin efecto el contenido del oficio No. DRH-PPRH-RS-27700-2009 de 26 de noviembre de 2009.CL

20658-10. CONDICIONES LABORALES. HACINAMIENTO DE PLANTA FÍSICA DE LAS INSTALACIONES DE LA ADUANA DE PEÑAS BLANCAS. Indican los recurrentes que las instalaciones de la Aduana de Peñas Blancas y su zona primaria aduanera presenta muy deteriorada su infraestructura de atención a los agentes del comercio internacional. Señalan que la función pública aduanera ha atendido el servicio con las mismas instalaciones desde hace treinta años, y no se ha invertido en un plan integral de mejoramiento. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Viceministra de Ingresos del Ministerio de Hacienda, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin de mejorar las instalaciones de la Aduana de Peñas Blancas, dentro del plazo improrrogable de un año a partir de la notificación de esta sentencia. CL

20636-10. CONDICIONES LABORALES. HACINAMIENTO DE PLANTA FÍSICA DE LAS INSTALACIONES DE LA DELEGACIÓN POLICIAL DE JUAN VIÑAS. Alega  el recurrente que labora para el Ministerio de Seguridad Pública, en la Delegación Policial de Juan Viñas, la cual no reúne los requisitos mínimos de funcionamiento, puesto que, es un edificio viejo, construido sobre una cloaca, por lo cual permanentemente existe un olor insoportable. Agrega que las instalaciones, solamente cuentan con un servicio sanitario, para veinticuatro personas. Resalta que el servicio de energía eléctrica fue suspendido y, actualmente, deben preparar sus alimentos, dormir y realizar sus labores en esas condiciones, además el vehículo patrulla está en mal estado, con lo cual se pone en riesgo la integridad física de los oficiales que trabajan en ella. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se ordena a la Directora del Área Rectora de Salud de Turrialba,  adoptar, de inmediato, las medidas necesarias para proteger la salud de los funcionarios y particulares que acuden a la Delegación de la Fuerza Pública de Juan Viñas. Asimismo, se ordena al Ministro de Seguridad Pública, acatar y hacer cumplir, también de forma inmediata, lo que disponga el Ministerio de Salud. En cuanto se impugna el traslado del actor, se desestima el amparo. CL Parcial

20650-10. PRESTACIONES. DEMORA EN EL PAGO Reclama  el recurrente que se acogió a su jubilación, por el régimen del Magisterio Nacional, y a partir de marzo del presente año presentó ante el Departamento de Control de Pagos del Ministerio de Educación Pública, un reclamo para la liquidación de los extremos laborales a los cuales tiene derecho. Asegura que a la fecha no se había resuelto lo pertinente. Se declara con lugar el recurso, únicamente en cuanto al Ministerio de Educación Pública. Se ordena al Director de Recursos Humanos, y al Jefe del Departamento de Control de Pagos, ambos del Ministerio de Educación Pública, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de quince días, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se cancele al recurrente sus prestaciones laborales. CL

20651-10. SALARIO. ELIMINAN PAGO DE PLUS SALARIAL. Manifiestan los recurrentes que son trabajadores de la entidad recurrida y, en esa condición, disfrutan de los beneficios, derechos y deberes que establece la Convención Colectiva que les rige, entre los cuales se encuentra el pago de zonaje. Indican que se publicó un nuevo Reglamento de Zonaje pese a tener conocimiento de la presentación de un recurso de amparo donde esta Sala le ordenó mantenerles las condiciones originales de pago de zonaje y se les aplicó el nuevo reglamento, lo que reitera el desconocimiento de sus derechos, con violación principalmente el debido proceso, ya que sin seguirse el proceso de lesividad, se procedió a rebajarles el monto que han venido recibiendo por concepto de zonaje, a pesar de constituir un acto declarativo de derechos. Se declara con lugar el recurso. Se anulan los oficios DRH-ASS N° 1380-08 y DRH-ASS N° 1382-08 del 9 de diciembre de 2008 del Director de Recursos Humanos del Consejo Nacional de la Producción, así como los actos que de ellos se derivan. Se ordena al Gerente General del Consejo Nacional de la Producción, disponer lo necesario para que se mantengan las condiciones de pago de zonaje de los recurrentes, mientras ese acto declarativo de derechos no sea suprimido conforme al ordenamiento constitucional. CL

20653-10. DESPIDO. SE ALEGA FALTA DEL DEBIDO PROCESO.  Argumenta el recurrente que laborado para la recurrida en el puesto de Oficial de Seguridad ubicado en la Ciudad de Limón. Manifiesta que por oficio RLA-1Q62-2009 del dieciocho de mayo de dos mil nueve, se le puso en conocimiento de una denuncia interpuesta en su contra por parte del Supervisor de Seguridad y Vigilancia, por una supuesta ausencia, cuyo comprobante de control de asistencia de servicios médicos aportado resultó ser falso. Explica que la Junta de Relaciones Laborales le citó y emplazó a una audiencia oral y privada, pero luego se le comunicó la suspensión de la audiencia en cuestión, debido a que no se había presentado certificación médica ofrecida como descargo; no obstante lo anterior, se le despidió sin haberse realizado la audiencia oral y privada. Se declara con lugar el recurso. Se anula la resolución GAF-1165-2010 de las trece horas con cuarenta y cinco minutos del dos de septiembre de dos mil diez de la Gerencia de Administración y Finanzas de RECOPE,  así como los demás actos dictados con fundamento en dicho pronunciamiento, y se retrotrae el procedimiento administrativo seguido contra el amparado, al momento en que debía efectuarse la audiencia oral y privada. CL

20853-10. DESPIDO. CESE DE INTERINO POR FALTA DE PRESUPUESTO. Alega el recurrente que comenzó a laborar en forma interina para la Junta de Administración Portuaria y Desarrollo Económico de la Vertiente Atlántica, como Operador de montacargas, pero fue cesado sin explicación alguna y sin que el propietario de la plaza regresara a su puesto. Posteriormente tuvo noticia que la cesación de su nombramiento obedeció a la falta de presupuesto para continuar el nombramiento. Es criterio de este Tribunal que el cese justificado de un interino ocurre cuando se produce un nombramiento en propiedad en la plaza ocupada por el servidor, si el titular de la plaza regresa a la ocupada por el servidor interino y si por una resolución administrativa -previo procedimiento- se sanciona al servidor con su despido.  Sin embargo, en el caso concreto no considera esta Sala que exista violación alguna al derecho de estabilidad laboral en perjuicio del recurrente, ya que el cese de su nombramiento se llevó a cabo conforme a derecho, es decir, por una causa justificada como lo es el agotamiento del presupuesto para pagar el salario que corresponde a la plaza que ocupa. Al decidir no prorrogar más el nombramiento por ese motivo, la Administración no se encuentra compelida a instaurar un procedimiento disciplinario contra el recurrente, pues la causa de la cesación de la relación laboral no es una falta del trabajador, simplemente feneció el último plazo laboral conferido al recurrente por agotamiento de los recursos para darle continuidad a la relación laboral. RF
20737-10. INVESTIGACION PRELIMINAR. NIEGAN ACCESO A EXPEDIENTE  EN DONDE SE TRAMITA INVESTIGACIÓN. Acusa el recurrente que al amparado no se le ha garantizado el acceso al expediente correspondiente a la investigación que se tramita en su contra. Por su parte, la autoridad recurrida informa que ello obedece al hecho que, actualmente, lo que se está tramitando es una investigación preliminar, para determinar si existe mérito o no para iniciar formal procedimiento administrativo en contra del amparado, y afirma que de determinarse que sí  existe mérito para iniciar tal procedimiento, entonces sí habrá de garantizarsele plenamente al amparado el debido proceso y el derecho de defensa. Así las cosas, no observa esta Sala que se haya incurrido en una infracción a los derechos fundamentales del amparado, pues, conforme a los elementos de convicción aportados al proceso, se tiene por acreditado que, en este momento, no se está tramitando formalmente procedimiento administrativo en contra del amparado, que tenga por objeto la eventual aplicación de una sanción, la imposición de una obligación, la supresión o denegatoria de un derecho subjetivo, o la adopción de algún otro acto administrativo que exigiera otorgar al interesado previa oportunidad de proveer a su defensa, con arreglo a lo dispuesto por el artículo 39 constitucional. Por el contrario, lo que se está tramitando es una mera investigación preliminar, con  el fin exclusivo de determinar si existe mérito o no para iniciar un procedimiento administrativo disciplinario en contra del amparado. Sobre el tema se citan los votos 13319-07, 598-95, 5796-96, 8989-08. Los Magistrados Armijo y Jinesta salvan el voto, señalando que en nuestro criterio, durante la fase de investigación de todo procedimiento administrativo, rigen un conjunto de facultades a favor del investigado, no tan amplias como las exigencias que el debido proceso impone en las fases procedimentales ulteriores, pero sí los derechos de conocer y acceder al contenido del expediente, la posibilidad de plantear alegatos, e inclusive, aportar los elementos probatorios pertinentes, en aras de evitar la innecesaria apertura de un procedimiento. SL
20294-10. PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. FALTA DE NOTIFICACIÓN EN EL LUGAR SEÑALADO. El recurrente aduce vulnerados sus derechos fundamentales a la defensa y al debido proceso, ya que, según su dicho, las autoridades del Tribunal de la Inspección Judicial -en el procedimiento disciplinario seguido en su contra-, omitieron comunicarle -a través del medio accesorio o subsidiario señalado para tal efecto, sea, su correo electrónico-, el nombramiento de su Defensora Pública, así como la respectiva audiencia final. La Sala declara sin lugar el recurso porque lo planteado es competencia de los órganos jurisdiccionales ordinarios encargados de valorar los vicios de legalidad ordinaria que puedan tener los actos administrativos de procedimiento. SL
20472-10. IUS VARIANDI. SE IMPUGNA LA MEDIDA DE TRASLADO. La recurrente impugna que fue trasladada a la Plataforma de Cobro Judicial del Banco Popular y de Desarrollo Comunal, lo cual implicó una variación de sus funciones. Considera que se afectaron sus derechos fundamentales. En este caso concreto, la recurrente no indica, en ningún momento, cuál fue la variación concreta en las funciones que venía desempeñando respecto de las nuevas que asumió que implica un cambio sustancial en sus actividades, modificación que alcanzó tal intensidad que lesionó sus derechos fundamentales; en ese sentido, el hecho de ubicar a la accionante en la Plataforma de Cobro Judicial es visto por la Sala como un ejercicio legítimo del ius variandi, hablando, concretamente, desde la perspectiva constitucional. En lo relativo al caso concreto, claramente no podemos estar frente a un ius variandi, porque las condiciones del contrato de trabajo de la recurrente no han sido variadas, sino que lo que se dio fue simplemente la adopción de una medida cautelar para llevar a cabo un procedimiento administrativo por la denuncia que ella presentó  por acoso sexual. Así que, es lógico que con la medida cautelar adoptada, el traslado a otro lugar de trabajo, la ubicación geográfica, y otros aspectos pueden variar. En segundo lugar, de lo informado bajo la solemnidad de juramento, queda claro que la recurrente conserva las condiciones de puesto, categoría y salario que previamente ostentaba, por lo que no se observa menoscabo alguno en sus condiciones esenciales de trabajo. Se debe indicar que esta Sala no puede entrar a resolver basado en conjeturas, al señalar la recurrente que podrían en corto plazo rebajarle la categoría pues está ejerciendo funciones propias de la categoría diecisiete. En cuanto al alegato de la Junta de Relaciones Laborales, se debe acotar que ésta emite recomendaciones de carácter no vinculante, amén de que su naturaleza no es de órgano decisivo, lo que implica que los hechos objeto de este amparo, no alcanzan a violentar derecho fundamental alguno en perjuicio de la recurrente, por lo que será ante las propias instancias recurridas, en donde deberá plantear los reparos e inconformidades que se tengan al respecto, o en su defecto, en la vía ordinaria competente para lo que en derecho corresponda. SL
20525-10. VACACIONES. OBLIGAN A FUNCIONARIO A TOMAR VACACIONES MIENTRAS SE LLEVA REALIZA PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO. Alega la recurrente que a pesar de seguirse un procedimiento disciplinario en su contra, se le está obligando a tomar todos los períodos de vacaciones que tiene pendientes de disfrute, constriñéndole la Administración a atender los procedimientos administrativos durante su período de vacaciones, desnaturalizando con ello el propósito de ese derecho. Estima que el tiempo en que se le ha mantenido separada de su cargo mientras se concluye el procedimiento disciplinario, es excesivamente largo. En este caso se analiza la finalidad y la naturaleza jurídica de las vacaciones. Se declara parcialmente con lugar el recurso. Se anula el oficio D.G.H.G #0541 de 14 de mayo de 2010 mediante el cual se comunica a la recurrente que debe disfrutar de los quince períodos de vacaciones acumulados a partir del diecisiete de ese mismo mes y año. Se restituye a la amparada en el goce y disfrute de su derecho fundamental conculcado. En lo demás se rechaza de plano el recurso. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto conforme se indica en el considerando VII de esta sentencia. Comuníquese. CL Parcial
20344-10. DESPIDO. SE CESA A INTERINO POR NO APROBAR EVALUACIÓN PSICOLÓGICA. El recurrente reclama que el Poder Judicial procedió a cesar su nombramiento interino debido a que no aprobó la evaluación psicológica, lo que considera el recurrente violatorio de sus derechos fundamentales. Sobre el tema se citan las sentencias 9593-02 y 4638-04 y con base en las consideraciones dadas, se declara sin lugar el recurso. SL

DERECHO PENAL
21459-10. PRISIÓN PREVENTIVA. SE RECHAZA CAMBIO AD PORTAS, SIN AUDIENCIA.  Alega el accionante que presentó una solicitud de cambio de medida cautelar por cambio de circunstancias ante el Juzgado Penal de San Ramón. No obstante la solicitud expresa de convocatoria de audiencia, se rechazó ad portas esa solicitud, aplicando el artículo 253 del Código Procesal Penal. En este caso, se consta que la Jueza rechaza ad portas, según la potestad otorgada en el artículo 253 del Código Procesal Penal, al considerar que, aunque lo alegado por la defensora pública sobre la oferta de trabajo fuera cierto, esta situación no cambiaba los demás elementos que fundamentaban la prisión preventiva contra el tutelado como la alta penalidad del hecho, magnitud del daño causado y comportamiento subsiguiente a los hechos, existencia de un peligro para la víctima y de obstaculización del proceso. Por lo tanto, la Jueza consideró, y así lo consignó en la resolución que rechaza ad portas la solicitud de cambio de medida cautelar que había una inexistencia de la variación de circunstancias que originaron la prisión preventiva, por lo que optó por rechazar ad portas esta solicitud. Recordemos que, al tenor de lo dispuesto por el artículo 253 en relación con el 254 del Código Procesal Penal, por principio general, no procede la revisión de la prisión preventiva del acusado antes de que hayan transcurrido tres meses desde que se acordó, como se dio en este caso. SL
21024-10. REFUGIADO. ATRASO EN RESOLVER SOLICITUD DE REFUGIO DE CIUDADANO CUBANO. Refiere el recurrente que el amparado en virtud de que es un ciudadano cubano ingresó a territorio costarricense el once de noviembre del dos mil diez, procedente de la República de Cuba. Establece que el amparado solicitó a las autoridades migratorias costarricenses se le otorgara la condición de refugiado en el país, dado que en su nación de origen es objeto de persecución política y religiosa bajo peligro inminente para su libertad e integridad física por presidir y dirigir una congregación religioso-cristiana. Indica que se le mantiene retenido bajo custodia policial en el aeropuerto, sin que le den ningún trámite o atención alguna su pedido con relación al refugio y pretenden devolverlo por la misma vía a su país de origen, a pesar del peligro que ello significa para su libertad e integridad física. Se declara CON LUGAR el recurso. Se le ordena al Jefe del Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, Dirección General de Migración y Extranjería, abstenerse de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron fundamento a la estimatoria de este recurso de hábeas corpus. CL
21017-10. PRISIÓN PREVENTIVA. IMPUESTA EN SENTENCIA CONDENATORIA. Alega la recurrente que la prisión preventiva impuesta a su representado es alta, lo anterior debido a que el amparado tiene su proyecto de vida en nuestro país y su actuar durante el proceso y dentro de éste ha sido intachable. Asevera que quienes integraron el Tribunal no aplicaron el principio de proporcionalidad, ya que la aplicación de la prisión preventiva no es necesaria, por cuanto no existe peligro de fuga, debido a que el proyecto de vida de su representado se desarrolla en nuestro país al lado de su entorno familiar. En este caso consta que los jueces del órgano recurrido dictaron una sentencia condenatoria de prisión (de cinco años para el tutelado), y sobre esa base estimaron que la pena impuesta es “considerable y que la misma necesariamente tendrá que ser descontada en prisión”, por lo que a efectos de evitar el peligro de fuga y asegurar su cumplimiento, dispusieron la medida que  aquí se impugna.  SL
21022-10.  PRISIÓN PREVENTIVA. VENCIMIENTO DEL PLAZO. Reclama el recurrente que dentro de la causa penal que se le sigue al se le impuso seis meses de prisión preventiva, plazo que fue reducido a sólo tres meses, por el Tribunal de Juicio, lo cuales vencieron el quince de noviembre, sin que el Ministerio Público solicitara prórroga de la prisión preventiva. Alega que pesar de lo anterior, el amparado aún permanece privado de libertad, sin que exista resolución alguna que así lo ordene.  Se declara con lugar el recurso. Se condena al Estado y al   en lo personal al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo.  CL
21013-10. PRÓRROGA DE LA PRISIÓN PREVENTIVA. DURANTE LA ETAPA DE JUICIO.  Alega el accionante que el Tribunal de Juicio de Liberia prorrogó la prisión preventiva del encartado, pese a que no era el órgano competente para tal efecto, pues en su criterio, la prórroga la debió de decretar el Tribunal de Casación Penal de Santa Cruz. Asimismo acusa que se cambió la fecha de debate y aún no se ha reprogramado. No obstante, este Tribunal Constitucional no estima de recibo el citado agravio, esto, dado que, en reiteradas oportunidades, esta jurisdicción ha manifestado que la actuación impugnada es procedente, en el tanto se haya realizado con el propósito de garantizar la continuidad del debate, como en este caso. Sobre el tema se cita el voto 5236-03. Asimismo, consta que el debate se atrasó debido a la ausencia del defensor y se señaló para una fecha próxima. Se declara sin lugar el recurso. SL

20802-10. DETENCIÓN. DE OFICIAL DE TRÁNSITO EN SIQUIRRES. El recurrente solicita el amparo de las garantías del debido proceso y su derecho de defensa, así como, su derecho a la imagen. Cuestiona los procedimientos empleados por el Organismo de Investigación Judicial utilizados en su captura por supuesta corrupción, siendo que, en su criterio, se trató de un montaje y, además, considera que la denuncia es totalmente irregular. De otra parte, acusa que los investigadores llamaron a televisoras nacionales para que difundieran el momento de su captura. Señala la Sala que los cuestionamientos planteados por el recurrente en relación a la manera en que se realizó su detención, la denuncia planteada, la investigación y la recopilación de las pruebas que sustentan la causa que se instruye en su contra por la presunta comisión del delito de concusión en perjuicio de la Administración Pública, deben ser planteados y discutidos ante la jurisdicción penal, por tratarse de diferendos de legalidad que deben ser examinados por un Juez de Garantías. Sobre la presunta infracción al derecho a la imagen, no se logra constatar que dichas autoridades hayan dado aviso a la Prensa Nacional a efectos de publicitar la investigación instaurada contra el recurrente y, mucho menos, que hayan permitido o facilitado grabar videos de la captura realizada. SL
20819-10. DETENCIÓN. LESIÓN A LA INTEGRIDAD FÍSICA DEL IMPUTADO. Estima el actor se lesionó su libertad personal e integridad física con la detención arbitraria de la que fue objeto y la omisión de brindarle atención médica oportuna en la Delegación Policial de Limón. En este caso, el Jefe de la Delegación accionada efectúa afirmaciones de carácter general, sin referirse expresamente al caso que se le consulta. Por otra parte, el Director Médico de la Clínica de La Reforma, corrobora que el recurrente es portador de los padecimientos que dice y que el 17 de noviembre debió ser compensado y estabilizado. Con estos elementos de juicio y en aplicación del criterio interpretativo pro homine debe concluir la Sala en la veracidad de la afirmación del actor, de no haberse respetado cabalmente su integridad física, al omitir darle un trato que tuviera en consideración sus padecimientos crónicos. Por este solo extremo, se estima el recurso, sin impartir orden alguna, en vista que el actor se encuentra ya en libertad. Se declara parcialmente con lugar el recurso, por lesión de la integridad física del actor. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL
20817-10. PRISIÓN PREVENTIVA. CASACIÓN ORDENA REENVIÓ DE LA CAUSA Y DETENCIÓN.  El accionante alega que a pesar de que mediante sentencia del Tribunal Penal de Heredia, que le había impuesto al amparado una pena de prisión de tres años y diez meses, la misma fue anulada por el Tribunal de Casación Penal del Segundo Circuito Judicial de San José y aún así, el amparado fue privado de libertad sin resolución alguna. Asegura que el amparado, de previo al dictado del voto del Tribunal accionado, estaba en libertad. En este caso quedó demostrado que si bien el Tribunal de Casación Penal anuló por vicios de fundamentación la sentencia en contra de los amparados, mediante la cual la Sección de Flagrancia del Tribunal Penal de Juicio de Heredia impuso al amparado y otros dos imputados la pena de prisión de tres años y diez meses por el delito de robo agravado, además, se dispuso prorrogar la prisión preventiva dictada en contra del amparado y los otros imputados, toda vez que estos fueron detenidos en flagrancia y dado su precario arraigo domiciliar y laboral. Al respecto, atinente al primer motivo, el inciso a) del artículo 239 bis del Código Procesal Penal establece, entre otros casos, la procedencia de la prisión preventiva cuando hay flagrancia en delitos contra la propiedad en que medie violencia sobre las personas. En la especie, existen suficientes elementos de convicción para sostener, razonablemente, la comisión de dicho delito en flagrancia e imputarle el mismo, con alto grado de probabilidad, al amparado. Por lo demás, la audiencia del procedimiento abreviado correspondiente se señaló prontamente. SL
20806-10. POLICIA. AGRESIÓN POR PARTE DE LA POLICÍA ADMINISTRATIVA. Alega el recurrente que  frente al establecimiento comercial de comidas rápidas Mc Donald en Liberia, en donde se había iniciado una pelea callejera, tanto el como su hermano decidieron intervenir para solucionar el conflicto de una manera pacífica.  En ese momento se presentaron tres oficiales de la policía administrativa, pero en lugar de intervenir y calmar a los causantes de la pelea, uno de ellos le atacó.  Ese oficial en actitud molesta lo golpeó sin ninguna necesidad. Posteriormente, en la delegación de policía, cuando se apersonó a interponer una denuncia contra el oficial, también lo agredió y lo amenazó de muerte. Se declara con lugar el recurso por el uso desproporcionado de la fuerza en perjuicio del recurrente. Se le ordena al de Jefe de la Delegación Policial de Liberia de Guanacaste, adoptar las medidas que sean necesarias para evitar que en el futuro se presenten hechos como los que sirvieron de base a esta estimatoria. CL

20815-10. REBELDÍA. SE OMITIÓ AUDIENCIA AL DICTAR PRISIÓN PREVENTIVA A IMPUTADA POR  REBELDÍA. Alega la recurrente que en su contra se decretó la rebeldía y posteriormente, se dictó la prisión preventiva sin celebrar audiencia oral. En este caso consta que contra la amparada se dictó la rebeldía por no haberse presentado a la segunda audiencia del debate y posteriormente el Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela, órgano dictó prisión preventiva contra la imputada por el término de dos meses, sin que para la determinación e imposición de esta medida hubiese convocado ni celebrado audiencia oral alguna, sino que la privación preventiva de la libertad se decretó por escrito. Aduce el Tribunal que era innecesaria la realización de la audiencia oral, toda vez que la imputada se encontraba en rebeldía y debía garantizarse su presencia para la continuidad del proceso, motivo por el cual igualmente se declaró sin lugar la impugnación planteada por la defensa técnica de la imputada. Sin embargo, debe indicarse a la autoridad recurrida, que tal como se indica en la sentencia, la imposición de una medida cautelar restrictiva de la libertad personal, debe ser acordada, necesariamente, respetando al máximo el derecho de defensa y el principio de oralidad, pues es así como se garantiza que todos los sujetos procesales conozcan de manera plena todos los argumentos a favor y en contra de la medida cautelar, se valoren las circunstancias particulares del caso, y el juzgador decida con inmediatez de la prueba la situación jurídica de la persona sometida al proceso penal. La Sala no soslaya que en el caso bajo estudio, la imputada se encontraba en estado de rebeldía, por lo que ciertamente la autoridad recurrida debía valorar cómo asegurar la continuidad del proceso, pero debe enfatizarse que ese aseguramiento debe siempre otorgarse con pleno respeto de los derechos fundamentales. En este sentido, y siendo que la prisión preventiva se dictó contraviniendo el principio de oralidad, lo que corresponde es declarar con lugar el recurso, sin ordenar la libertad de la imputada, para que de inmediato se convoque y celebre la audiencia oral y pública para valorar la imposición de la medida cautelar que corresponda. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad de la amparada. Se anula la resolución del Tribunal Penal del Primer Circuito Judicial de Alajuela, de las dieciséis horas treinta y cinco minutos del 22 de noviembre de 2010. Se ordena al Tribunal celebrar de inmediato la audiencia oral que corresponde para determinar la imposición de la medida cautelar que proceda a la imputada de la causa penal número 03-204825-0305-PE. CL

20818-10. ALLANAMIENTO. SE ALEGAN VIOLACIONES AL DEBIDO PROCESO DURANTE LA DILIGENCIA JUDICIAL. La recurrente considera vulnerada la libertad de los amparados, por cinco motivos: primero, la falta de fundamentación de la resolución que ordenó el allanamiento de que fueron objeto; segundo, que el allanamiento fue realizado sin la presencia de defensor; tercero, por el hecho de que la amparada fue detenida en otra vivienda, en la cual no se había ordenado el allanamiento; cuarto, por la falta de fundamentación de la resolución que ordenó la prisión preventiva del amparado y el hecho de que a las coimputadas no se les aplicara esa medida y, quinto, por la presunta agresión de que fue objeto para obtener billetes marcados que tenía en la boca. Sobre la falta de  fundamentación del allanamiento, se ha indicado (8562-10) que se trata de un asunto de mera legalidad. Sobre el allanamiento practicado en la vivienda del amparado sin la presencia de un defensor, consta que el mismo Juez asistió tanto a esa diligencia, como a la previa de venta controlada de droga. La Sala ha considerado, con el voto salvado del magistrado Armijo Sancho, que la presencia del juez en las diligencias de allanamiento es garantía suficiente de los derechos fundamentales de los imputados (2114-08). Finalmente, en cuanto al reclamo de que la  amparada fuera detenida en otra vivienda, en la cual no se había ordenado el allanamiento, se tiene  por probado que el Juez Penal de Aguirre y Parrita, fue quien presenció la venta controlada de droga, allanamiento y detención a que originan el proceso seguido en contra de la acusada y, de los hechos se desprende que el allanamiento o intervención de la otra vivienda se limitó a la detención de la amparada, no así a la incursión dentro de la otra vivienda con propósitos de investigación, lo cual resulta conforme con lo dispuesto en los artículos 23 y 37 constitucionales. Sobre la acusada agresión, es desmentida totalmente, bajo fe de juramente por el juez. Finalmente, sobre la  aplicación de medidas menos gravosas a otras coimputadas se indica que el hecho de la desigualdad en la aplicación de las medidas cautelares está fundamentado en la desigual condición procesal de uno y otras (7026-98). Además consta que la prisión preventiva se encuentra debidamente fundamentada. El Magistrado Armijo salva el voto y señala que la ausencia del defensor del imputado durante las diligencias de un allanamiento constituye una violación sustancial del derecho fundamental al proceso debido y de defensa del amparado, que desde todo punto de vista se debe reparar en esta Jurisdicción. Afirma que la intervención del Juez de Garantías en estas diligencias del allanamiento, en modo alguno sustituye o suple el derecho irrenunciable del imputado de contar con su defensor. Se declara sin lugar el recurso. El Magistrado Armijo salva el voto y declara con lugar el recurso, únicamente por el hecho de que se practicó un allanamiento en la vivienda del amparado sin la presencia de abogado defensor. SL
20969-10. IMPEDIMENTO DE SALIDA DEL PAÍS. POR CAUSA PENAL FENECIDA.  Alega el recurrente que se disponía a viajar en Panamá y cuando ya había abordado el avión en el Aeropuerto Internacional Juan Santamaría, se presentó un Oficial de Policía y le dijo que debía bajarse de la aeronave porque tenía impedimento de salida del país. Lo hizo acompañarlo hasta la salida del aeropuerto y le indicó el número de causa y el Despacho Judicial donde estaba el expediente que contenía el impedimento de salida. A primeras horas del día siguiente se presentó al Juzgado Penal y allí se le indicó que desconocían porqué el impedimento seguía activo, pues la causa que lo ocasionó ya se había archivado, en tanto data de dos mil cuatro y en aquel momento la situación obedeció a un error. En ese mismo momento consiguió el levantamiento del impedimento de salida, pero resulta evidente que por un error, se le restringió arbitrariamente su libertad de tránsito. Se declara CON lugar el recurso. Se condena al Estado al pago de los daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
20959-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTO. Manifiesta la recurrente que dentro del proceso penal que se sigue a su representado se ordenó la prisión preventiva, pese a que se entregó voluntariamente a la Fiscalía, el veintiuno de octubre de dos mil diez. Explica que el tutelado por error creyó que había dado muerte al ofendido en la balacera que enfrentó; sin embargo no hay fundamento para mantenerlo privado de libertad. Comenta que en la vista se ofrecieron varios testigos, con el fin de ejercer la defensa del tutelado, pero el Juzgado Penal  rechazó sin fundamento alguno la prueba ofrecida, y atendió únicamente la prueba del arraigo familiar y laboral, la cual no fue valorada objetivamente, situación que lo dejó en estado de indefensión. Alega que se presentó  recurso de apelación en el que se solicitó vista, no obstante, dicho recurso no fue resuelto sino, casi un mes después, y se realizó la vista en conjunto con otro imputado que gozaba de libertad. Indica que se le impidió hacer uso de las pruebas existentes en el proceso, las cuales son el fundamento utilizado por el Ministerio Público y el juez penal para imponer la medida cautelar. Menciona que el Tribunal Penal declaró inadmisibles los recursos presentados.  Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

20962-10. PRISIÓN PREVENTIVA. FALTA DE FUNDAMENTO. Manifiesta la recurrente que el Juzgado Penal de Puntarenas le prorrogó al amparado la prisión preventiva por seis meses y dieciocho días ello, por medio de una resolución poco clara y omisa en muchos aspectos. Indica que la declaratoria de delincuencia organizada que existe en la causa se utilizó por parte del juzgado para sustentar los peligros procesales de fuga y reiteración, sin realizar mayor explicación, situación por la que se apeló la citada resolución. Indica que  la resolución fue apelada y el Tribunal de Juicio al conocer  sobre el recurso confirmó la ilegítima prórroga de la prisión preventiva, aceptando que el A quo prorrogó dicha medida cautelar por el mero hecho de tratarse de criminalidad organizada, pero sin explicar las razones, como el mismo tribunal indica. Reclama también que el tribunal accionado incurre en una errónea fundamentación, pues las circunstancias por las cuales se había decretado la prisión preventiva habían variado y además no existía peligro de fuga en tanto el imputado cuenta con familia y domicilio estables y una oferta laboral seria, sin embargo, el juez emitió una fundamentación errónea al indicar que las ofertas laborales con una simple expectativa, y no se puede considerar por ello que tenga arraigo. Se declara sin lugar el recurso. SL

20971-10. PRISIÓN PREVENTIVA. SE PRORROGA SIN LA PRESENCIA DEL DEFENSOR. El recurrente considera vulnerado su derecho de defensa de su defendido, por parte del Tribunal de Juicio de Cartago, que prorrogó su prisión preventiva sin que estuviera presente su defensor en la audiencia celebrada al efecto. En reiterados pronunciamientos esta Sala ha señalado que la presencia del defensor resulta indispensable en las audiencias en las que se imponga o prorrogue una medida cautelar dentro un proceso penal, pues ello permite garantizar el ejercicio de la defensa técnica del imputado. En este caso consta que el defensor particular del imputado se presentó al Despacho media hora antes de la audiencia y al ser requerido respecto de ésta, expresó que no se presentaría porque no tenía la notificación, lo cual denota un abandono puro y simple del ejercicio del cargo, en daño del amparado. Ante tales circunstancias, la autoridad recurrida debió adoptar las medidas transitorias, adecuadas y necesarias, para proveer la defensa del amparado, reprogramando la audiencia si era indispensable. Con todo, la Sala estima que lo acontecido es subsanable mediante la realización de una nueva audiencia con la presencia del defensor respectivo. La Magistrada Calzada discrepa del voto de mayoría, porque considera que en este caso se da una vulneración grosera y absoluta del principio de inviolabilidad de la defensa, con la consecuente privación ilegítima de libertad del imputado. Estima que la Jurisdicción Constitucional debe ser celosa y vigilante del cumplimiento de las garantías y derechos del imputado en el proceso penal, máxime tratándose del derecho de defensa, que es el que hace operativos a su vez, los demás derechos y garantías, inherentes a un proceso penal propio de un Estado democrático de derecho, donde la libertad constituye uno de los más sagrados valores. Se declara sin lugar el recurso. Tome nota el Tribunal de Juicio de Cartago de lo dicho en el III Considerando. La Magistrada Calzada Miranda salva el voto, conforme lo indica en el último considerando de esta sentencia. SL

20967-10. DEFENSOR. SE LE SEPARA DE LA DEFENSA POR NO PODER ASISTIR AL DEBATE, DEBIDO A OTROS SEÑALAMIENTOS. Alega la recurrente que el amparado se encuentra recluido en el centro institucional La Marina en San Carlos, a la orden del Tribunal recurrido. Menciona que se señaló para debate los días 29 y 30 de noviembre y 1 de diciembre de 2010, señalamiento que se fijó con tan solo seis días hábiles de antelación pues la notificación la recibió por fax y dentro del plazo establecido comunicó al tribunal recurrido que previo a ese señalamiento tenía cuatro señalamientos realizados con anterioridad por otros despachos judiciales, situación que le imposibilitaba comparecer al debate en esas fechas, para lo cual aportó las copias de los indicados señalamientos. Afirma que se le separó de la defensa y se le previno al amparado que en el término de tres días debía nombrar otro defensor o de lo contrario se le nombraría un defensor público, con lo que el amparado no estuvo de acuerdo y desde el centro penal envió una nota al tribunal accionado, donde manifestó que su defensor de confianza era la recurrente y que no iba a nombrar otro abogado ni aceptar la defensa pública. Expone que se señaló nuevamente para el debate los días ocho, nueve y trece de diciembre, lo que hace llamar la atención del porqué para ese señalamiento no se tomó en cuenta el vencimiento de la prisión preventiva como se lo habían indicado con anterioridad. Se declara con lugar el recurso, sin ordenar la libertad del amparado. Se condena al Estado al pago de daños y perjuicios con los hechos que sirven de base a esta declaratoria. CL

20448-10. IMPUTADO. CUESTIONA NOMBRAMIENTO DE DEFENSOR. Alega el recurrente que en el proceso penal que se lleva en su contra, se violó su derecho de defensa por cuanto, la autoridad jurisdiccional recurrida resolvió rechazar la solicitud de suspensión del debate y el 23 de noviembre de 2010 se llevó a cabo el inicio del debate, con su ausencia, pues el Tribunal obligó a un defensor, con el que no estaba de acuerdo, a representarlo. En este caso, no se constata la violación acusada, por cuanto la decisión del Tribunal de Juicio recurrido estuvo debidamente fundamentada, y sus consideraciones encuentran suficiente respaldo en el proceso y en las disposiciones de la legislación procesal vigente, contrario a lo manifestado por el recurrente. Nótese que, no fue que el debate se realizó sin tener el amparado defensa técnica, sino que el Tribunal condiciona el nombramiento del nuevo defensor a su presentación al debate, estableciendo que, en caso de no presentarse, permanecería como defensor quien había ejercido la representación del imputado desde el inicio del proceso hace seis años. Se indica además, que no es esta la vía para impugnar una resolución judicial, por lo que se impone declarar sin lugar el recurso. SL
20450-10. PRISION PREVENTIVA. SENTENCIA FIRME. Alega el recurrente que la prisión preventiva impuesta en su contra se encuentra vencida, razón por la cual está privado de su libertad de manera ilegítima. En este caso, observa la Sala que no lleva razón el accionante, toda vez que la sentencia condenatoria de las 15:00 horas del 18 de mayo de 2010 del Tribunal de Juicio del Segundo Circuito Judicial condenó al recurrente a 35 años de prisión por el delito de robo agravado y prorrogó por seis meses la medida de prisión preventiva, a vencer el 22 de noviembre de 2010. Asimismo, la sentencia que declaró sin lugar el recurso de casación planteado contra aquella sentencia condenatoria fue dictada con anterioridad al vencimiento de la medida cautelar y, en consecuencia, la privación del libertad del amparado obedece a su condición de sentenciado, por sentencia firme. De esa forma se desprende que la privación de libertad del amparado se ajusta a derecho, dado que obedece al cumplimiento de una sentencia condenatoria dictada por el Tribunal recurrido. SL

20457-10. ORDEN DE APREMIO. EMITIDA CONTRA LA ABUELA DEL MENOR. Alega la recurrente que en un proceso de pensión se le obligó a pagar la suma se sesenta y dos mil quinientos colones, por concepto de pensión alimentaria a favor de su nieto, suma que por su condición económica le ese imposible cancelar. Menciona que como consecuencia de dicho proceso, se han emitido reiteradas órdenes de apremio corporal que atentan contra su libertad personal y de tránsito. Aduce que de conformidad con la normativa vigente, los principales obligados al pago de la pensión alimentaria a favor de los hijos, son los padres, y solo en casos excepcionales dicha obligación se traslada a los abuelos. Afirma que la madre del menor es una persona joven y sana, a la cual nada le impide conseguir trabajo, para que en forma conjunta con la pensión que debe recibir del padre del menor, y no de ella, pueda hacerse cargo de la responsabilidad alimentaria con su hijo. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
20312-10  PRISIÓN PREVENTIVA. FUNDAMENTACIÓN. El recurrente aduce que en razón de la sentencia emitida por el Tribunal de Juicio del Tercer Circuito Judicial de Alajuela, sede San Ramón,  se impuso 6 meses de prisión preventiva al amparado, únicamente basado en el peligro de fuga. No obstante, el amparado es un hombre con arraigo familiar y laboral. Agrega que el amparado ha estado anuente a someterse al proceso, no ha obstaculizado el proceso ni amenazado a testigos, por lo que solicita la liberación inmediata del amparado hasta que se resuelva el recurso de casación. En este caso, se reitera que la Sala ha considerado que una sentencia condenatoria puede constituir base suficiente para revocar una excarcelación concedida o acordar una prisión no dispuesta previamente durante la tramitación del procedimiento, pues esa circunstancia hace variar el estado en que se encontraba el sometido a juicio antes de que se diera y en algunos casos ser la causa de una evasión a la acción de la justicia. Se rechaza por el fondo el recurso.  La Magistrada Calzada Miranda salva el voto y ordena darle curso al hábeas corpus. RF
20322-10 DETENCIÓN.  DETENIDO SIN VERIFICAR VERDADERA IDENTIDAD. Aduce la recurrente la detención ilegítima del tutelado, dado que se le mantuvo privado de libertad durante 4 días, sin tener causa penal en su contra, todo mientras se verificaba la identidad.  En este caso, se acredita que el Tribunal dejó pasar más de diez años entre la expedición de la orden de captura contra el imputado y la detención del tutelado, para verificar la verdadera identidad de la persona que debía privarse de libertad, causando así un perjuicio grave a la libertad ambulatoria del amparado, pues se le detuvo sin tener vinculación alguna con el proceso. Esta vulneración se acrecienta cuando se comprueba, que si bien fue puesto a la orden del Tribunal desde el mismo día de su detención, lo cierto es que se mantuvo durante cuatro días privado de libertad –de viernes a lunes- sin que existiera en su contra causa judicial alguna. De tal forma, tomando en consideración la dilación mostrada por el Tribunal para verificar la identidad de la persona contra quien ordenó la captura, y que la persona detenida se mantuvo privada de libertad durante cuatro días sin haber en su contra proceso penal alguno, se verifica la violación a la libertad personal del amparado, por lo que el recurso debe ser declarado con lugar, como en efecto se dispone. Asimismo, siendo que ya el tutelado se encuentra en libertad, esta declaratoria lo es únicamente a efectos de los daños y perjuicios que pudieren haberse ocasionado con la detención de la que fue objeto. CL
20320-10. DETENCIÓN. DETENIDA A PESAR DE HABERSE DEJADO SIN EFECTO ORDEN DE CAPTURA.  La recurrente  asegura que a la amparada se le sigue causa  penal y el Tribunal de Juicio de San Ramón decidió dejarla en libertad y le impuso la medida cautelar de presentarse a firmar cada semana durante seis meses. No obstante, se omitió hacer el oficio de dejar sin efecto la orden de captura, dejando así vigente la orden de privación de libertad, razón por la que fue detenida por la Fuerza Pública con fundamento en la omisión señalada. Alega que permaneció privada de libertad ilegalmente en las celdas del O.I.J. en San Ramón todo le fin de semana. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara con lugar el recurso por violación al artículo 37 de la Constitución Política. CL
20295-10. DEFENSOR. SE IMPIDE INGRESO DE ABOGADO EN FISCALÍA POR ESTAR INHABILITADO. El recurrente reclama que al apersonarse a representar a su cliente en una investigación penal, se le impidió el ingreso a la Fiscalía de Turno Extraordinario, porque se encontraba inhabilitado por el Colegio de Abogados. Alega que a pesar de que mostró su carné e indicó que se encontraba habilitado, no se le permitió representar a su cliente. Se declara con lugar el recurso, contra la Fiscalía de Turno Extraordinario y el Colegio de Abogados de Costa Rica. Se condena a la  Fiscalía de Turno Extraordinario y al Colegio de Abogados de Costa Rica al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. Asimismo, con base en el artículo 50 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional se advierte a las recurridas que deberán en el futuro abstenerse de incurrir en los actos que dieron mérito para acoger el recurso, y que, si procediere de modo contrario, cometerá el delito previsto y penado en el artículo 71 de la misma Ley. CL
INTIMIDAD

21511-10.  INFORMACIÓN CREDITICIA. SOLICITUD PARA ELIMINAR INFORMACIÓN PERSONAL DE EMPRESA Y PODER JUDICIAL. Alega que las actuaciones y omisiones de la empresa recurrida le han generado graves perjuicios, por cuanto se le impide solicitar créditos u otros servicios en el sistema financiero nacional. Manifiesta que la información que consta en los registros en cuestión no es correcta, clara, veraz, ni apegada a derecho. Explica que la página de internet de una empresa de venta de datos, existen referencias personales respecto de las cuales no ha otorgado su consentimiento o autorización para que sean publicados. Solicita que se ordene al representante legal de la empresa TELETEC retirar de manera inmediata la información relativa a su persona y a su vida íntima,  y se ejecute de inmediato las acciones pertinentes con el fin de cancelar de la página de Internet del Poder Judicial, los datos relativos a los procesos judiciales cobratorios que tengan más de cuatro años de terminados. Se declara sin lugar el recurso. Voto salvado del Magistrado Cruz Castro. SL

LIBERTAD DE TRANSITO

21265-10. SANCIONES.  POR FALTA DE REVISIÓN TÉCNICA EN VEHÍCULO. Acción de Inconstitucionalidad en contra del Artículo 132 inciso ñ) de la Ley de Tránsito.  La norma señala que se impondrá una multa del cincuenta por ciento (50%) del salario base mensual de un auxiliar del Poder Judicial, a quien conduzca un vehículo sin haber cumplido el requerimiento de la revisión técnica, según lo dispuesto en el artículo 21 de esta Ley. Se acusa que también se le sanciona con la pérdida de puntos en la licencia. Considera el accionante que la norma lesiona los principios de tipicidad y razonabilidad. Sobre los principios que rigen el sistema sancionatorio administrativo, señala la Sala que les son aplicables los que rigen en el Derecho Penal, pues, ambos son manifestaciones del poder punitivo del Estado e implican la restricción o privación de derechos, con la finalidad de tutelar ciertos intereses, con los límites respectivos. Analizando la descripción normativa impugnada, se observa que la misma contiene los elementos esenciales del tipo sancionador, a saber, el sujeto activo, la conducta y la consecuencia punitiva. El hecho de que, para ser aplicada, deba integrarse con otra de rango legal (artículo 21 de la misma Ley) y además con el Reglamento citado, a fin de establecer en qué forma y condiciones debe llevarse a cabo la revisión técnica vehicular, no afecta en modo alguno el contenido esencial del principio de legalidad penal, porque los aspectos principales de la infracción están contenidos en una norma de rango legal. El artículo 1 del Reglamento señala que el mismo se dicta para regular la revisión técnica integral de vehículos automotores que circulen por las vías públicas, según lo establece la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres, Nº 7331 del trece de abril de mil novecientos noventa y tres, y sus reformas. Fue debidamente publicado en La Gaceta número 46 del seis de marzo del dos mil dos. En él se detalla el procedimiento, metodología, las especificaciones técnicas y demás aspectos necesarios para implementar la Ley. En consecuencia, por considerarse que la norma cuestionada no infringe el principio de tipicidad, procede rechazar por el fondo la acción en cuanto a ese extremo. Sobre la proporcionalidad de la multa, se encuentra pendiente de resolver ante esta Sala, la acción de inconstitucionalidad. Se rechaza por el fondo la acción en relación con la alegada infracción al principio de legalidad. En cuanto a la violación al principio de proporcionalidad, se acumula esta acción a la que se tramita con el número de expediente 10-014213-0007-CO. RF
20642-10. MARCHAMO. SE INCLUYE PAGO DE MONTO DE INFRACCIÓN QUE ESTÁ PENDIENTE DE RESOLVER APELACIÓN. Alega la recurrente que en octubre de este año se le confeccionó una infracción de tránsito en Ciudad Cortés, cuando conducía como chofer el vehículo. Establece que a pesar de haber apelado dicha infracción y estar pendiente de celebración la audiencia oral y privada, en la Unidad de Impugnaciones de Boleta de Citación del COSEVI, el recurrido Consejo de Seguridad Vial,  ordenó al  Instituto Nacional de Seguros incluir en el monto de los derechos de circulación del vehículo referido para el período dos mil once, el monto de la multa impuesta, sin que ésta se encuentre firme. En este caso, en vista de que el Consejo de Seguridad Vial corrigió la situación impugnada en este proceso de amparo, se declara con lugar el recurso con base en lo dispuesto por el artículo 52 párrafo 1° de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, únicamente con el fin de condenar al Estado al pago de costas, daños y perjuicios, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

MINORIAS
20326-10. PERSONAS CON DISCAPACIDAD. ACCESO INADECUADO A EDIFICIO DE ASADA EN SARAPIQUÍ. El recurrente alega que las instalaciones de la ASADA recurrida no cuentan con las rampas de acceso y las ventanillas de pago y trámite que establece la Ley 7600. Señala la Sala que al leer el párrafo segundo del artículo 41 de la Ley 7600, claramente se evidencia la obligación para los propietarios de edificaciones privadas que impliquen concurrencia y brinden atención al público, de contar con las especificaciones técnicas reglamentarias de los organismos públicos y privados encargados de la materia de personas; ello con la finalidad de garantizar a quienes tienen alguna discapacidad, que podrán acceder a sus servicios en igualdad de condiciones. En caso contrario se estaría ante un acto de discriminación violatorio del principio contenido en el artículo 33 de la Constitución Política, pues se considerará acto discriminatorio que, en razón de la discapacidad, se le niegue a una persona participar en actividades que promuevan o realicen las instituciones públicas o privadas. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia se  declara con lugar el recurso. Se ordena al Presidente con facultades de apoderado generalísimo sin límite de suma de la Asociación Administradora del Acueducto de Horquetas de Sarapiquí de Heredia  o a quien en su lugar ejerza ese cargo, que deberá adoptar en el plazo de seis meses,  las medidas que sean necesarias a fin de cumplir con lo estipulado en el Transitorio II de la Ley 7600 y proveer de acceso a las personas con discapacidad, el local que ocupa esa Asociación. El Magistrado Castillo Víquez pone nota. CL
MUNICIPALIDAD
21487-10. VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE CALLE Y ALCANTARILLADO EN CALLE COCHEA  DE ALAJUELITA. Alega la recurrente que sus derechos a la salud  y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, se han visto afectados debido a que la Municipalidad recurrida no ha procurado una solución definitiva al problema de obstrucción del alcantarillado fluvial y al mal estado de la vía de acceso y su incidencia en la prestación del servicio de recolección de basura.  Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Alcalde y  a la Presidenta del Concejo Municipal de Alajuelita, que de inmediato realicen mediante una modificación presupuestaria o un presupuesto extraordinario, la previsión necesaria, para que en el plazo de seis meses, contado a partir de la notificación de esta sentencia, la calle y los sistemas de alcantarillado fluvial y pluvial  de la Calle Cochea, sean, debidamente, reparados, debiendo coordinar lo pertinente con los órganos o entes estatales involucrados. CL

21488-10. AGUAS PLUVIALES. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DE AGUAS EN CALLE LA ARBOLEDA EN LA FLORIDA DE TIBÁS. Manifiestan las recurrentes que  presentaron  ante las autoridades recurridas una denuncia ambiental por la contaminación proveniente de viviendas construidas en un área protegida del Río Virilla, las que afectan el río y a la calle La Arboleda en La Florida de Tibás, ya que disponen las aguas residuales hacia el alcantarillados pluvial y los desechos sólidos al aire libre, provocando malos olores y afectación del paisaje. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se ordena al Alcalde de Tibás, que tome en forma urgente las medidas efectivas, incluso coercitivas, para solucionar el problema denunciado por las recurrentes. Deben la Directora del Área Rectora de Salud de Tibás, y el Subgerente del Instituto Costarricense de Acueductos y Alcantarillados, coadyuvar con el Alcalde Municipal, para resolver en forma definitiva el problema de contaminación ambiental denunciado. CL

21492-10. DAÑOS A PROPIEDAD. POR OBSTRUCCIÓN DE CAUCES. Alega el recurrente que es dueño de un inmueble ubicado en Cot de Oreamuno, en el cual no ha podido construir su casa debido a que existe obstrucción de los cauces existentes por falta de mantenimiento por parte de la Municipalidad. A pesar de sus denuncias, la Municipalidad no ha hecho nada. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de la Municipalidad de Oreamuno, que de inmediato realice todas las actuaciones que estén dentro del ámbito de sus atribuciones para que, se ejecuten las obras necesarias para darle solución al problema de aguas que aqueja al inmueble del accionante, en los seis meses siguientes a la notificación de esta sentencia. CL
21494-10. VÍAS PÚBLICAS. FALTA DE ACERAS EN BARRIO CUCUBRES DE DESAMPARADOS. Argumenta  el recurrente que la Municipalidad de Desamparados no ha dado una solución efectiva al problema de falta de aceras en el Barrio Cucubres, que fue denunciado  desde el año dos mil siete por el amparado. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a la Alcaldesa Municipal de Desamparados, que de forma inmediata adopte las medidas necesarias que se encuentren dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de SEIS MESES contado a partir de la notificación de la presente resolución adopten las medidas necesarias para que aperciban a los propietarios o poseedores de bienes inmuebles en la comunidad de Barrio Cucubres de Desamparados, que construyan aceras frente a sus propiedades, en los casos que sea necesario, que se les brinde mantenimiento a las que lo requieran, ajustando las obras a las especificaciones contenidas en la Ley N°7600 y su reglamento. Lo anterior, sin perjuicio de que en caso de omisión de los propietarios o poseedores de cumplir las obligaciones señaladas, dentro de un plazo razonable, la Municipalidad supla los trabajos y aplique las multas correspondientes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 y 76 del Código Municipal. CL

21507-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA DAR SOLUCIÓN AL PROBLEMA DEL CIERRE DE CAMINO.  Aducen los recurrentes que la Escuela de Terciopelo de Nicoya no tiene acceso vía vehicular y, para poder tener acceso a ésta, debe atravesarse la plaza de deportes del lugar o una porción de terreno de un vecino de la localidad quien ha considerado que es parte de su propiedad privada.  Indica que el Coordinador del Departamento de Catastro de la Municipalidad recurrida dejó claro que la porción de terreno de interés es calle pública en desuso y que debe procederse de acuerdo a los artículos 33 y 34 de la Ley General de Caminos, no obstante, los vecinos de la localidad han tenido que soportar la negativa para tener acceso al centro educativo, ante la inercia de la Municipalidad recurrida pese a las gestiones presentadas ante ésta en el sentido de ordenar el libre acceso.Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Nicoya, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo de un mes, contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realice el procedimiento establecido por los artículos 32 a 33 de la Ley General de Caminos Públicos, para la reapertura del camino mencionado por la recurrente en su gestión del veintiocho de junio de dos mil diez. CL

21510-10. DAÑOS A PROPIEDAD. POR TRABAJOS EN ALCANTARILLAS. Manifiestan los recurrentes que son vecinos de San Miguel de Naranjo y, en esa condición, hace como trece años, las autoridades municipales les condicionaron el otorgamiento de los permisos de construcción de sus viviendas, al entubamiento que debían asumir de un desagüe que afecta sus inmuebles, lo cual efectivamente hicieron. Sin embargo, con posterioridad desviaron las aguas de una urbanización y las de la plaza de la localidad al mismo alcantarillado, lo que ha ocasionado que las alcantarillas no tengan capacidad de recibir esa cantidad de agua y, como consecuencia, empezó a crear problemas en sus terrenos y casas de habitación. Por esa razón en principio acudieron en denuncia ante las autoridades del Ministerio de Salud, quienes al brindarles respuesta los remitieron a las autoridades municipales aquí recurridas. Efectivamente estas autoridades ordenaron un estudio técnico, en el que no solamente se confirmó el problema, sino que se emitieron algunas recomendaciones para solucionarlo, sin que a la fecha las autoridades recurridas hayan hecho nada, con el agravante de que el problema suscitado pone en riesgo su salud y la vida misma.  Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de la Municipalidad de Naranjo, realizar las gestiones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que el problema del alcantarillado sea solucionado en el plazo de seis meses. CL

21581-10. PLAN REGULADOR. AUDIENCIA PÚBLICA. Alega el recurrente que la Municipalidad de Escazú publicó en la Gaceta la convocatoria a una audiencia pública para conocer las modificaciones al plan regulador de dicho cantón. Manifiesta que en la convocatoria a la audiencia pública, no se dijo que la finalidad era  introducirle modificaciones al Plan original,  de manera que se lesionó el debido proceso y el derecho de los vecinos de plantear peticiones al respecto. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL

21085-10 VÍAS PÚBLICAS. ARREGLO DE CALLES Y ACERAS EN URBANIZACIÓN JARDINES DE AGUA CALIENTE EN CARTAGO. Indican los recurrentes que son vecinos del sector de Hacienda Vieja, en la ruta que comunica la escuela del sector y la entrada a la urbanización Jardines de Agua Caliente. Refieren que la ruta y las aceras que comunican esas comunidades se encuentran  en mal estado, lo que hace imposible el tránsito de vehículos particulares, de transporte público y de emergencias, pues en muchas ocasiones tienen que subirse a las aceras o invadir el carril contrario para continuar en ruta. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a quienes ocupen el cargo de Alcalde y de Presidente del Concejo de la Municipalidad de Tejar del Guarco, ya sean de la administración actual o de la que próximamente asumirá funciones, que en forma inmediata realicen la planificación correspondiente y la ejecuten con el objetivo de arreglar, reparar y darle el mantenimiento debido, a las calles y aceras de las comunidades aquí amparadas de Jardines de Agua Caliente y de Hacienda Vieja, del Guarco, orden que deberá cumplir esa Municipalidad en el plazo de dieciocho meses, a partir de la notificación de esta sentencia. La Contraloría General de la República no aprobará los presupuestos ni las modificaciones presupuestarias de esta Municipalidad, en los próximos dos ejercicios presupuestarios, si ese municipio no incluye las partidas respectivas y no acredita en las correspondientes rendiciones legales de cuentas, que dio cumplimiento a lo ordenado en esta resolución. CL

21065-10. VÍAS PÚBLICAS. SE ORDENA ARREGLAR PROBLEMA QUE SE PRESENTA CALLE EN RINCÓN DE ZARAGOZA DE PALMARES. Argumentan los recurrentes que la carretera que le da acceso a su vivienda en Rincón de Zaragoza de Palmares, se encuentra en pésimo estado, debido a que desde su construcción, no ha recibido mantenimiento alguno por parte de la municipalidad recurrida. Explica que sus padres son personas discapacitadas, por lo que requieren para trasladarse sillas de ruedas, lo cual ocurre con bastante frecuencia porque deben asistir a los controles médicos y el estado de la carretera no solo dificulta el traslado de ellos, sino también el ingreso de vehículos de emergencia. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Palmares, que proceda de inmediato a coordinar las acciones necesarias para rehabilitar o reparar la calle pública que constituye la vía de acceso a la vivienda de los recurrentes, y se asegure de manera efectiva y segura el tránsito de las personas con discapacidad en esa calle. CL
21079-10.  PARQUES. SE ORDENA DAR MANTENIMIENTO A PARQUE INFANTIL EN GOICOECHEA. Alegan los recurrentes que el Parque Infantil  La Católica presenta  descuido, falta de seguridad y contaminación ambiental. Debido a lo anterior el pasado trece de octubre se dirigió un escrito al Comité recurrido, con copia al Alcalde, a través del cual no solamente denuncia la situación descrita sino que solicitaban su intervención, pero a la fecha no han  obtenido respuesta o reacción alguna a su gestión.  Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal del Cantón de Goicoechea, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin de mantener en buenas condiciones el Parque Infantil La Católica. Se ordena al Presidente a.i. del Comité de Deportes de Goicoechea, que resuelva, inmediatamente, la gestión planteada por los actores el 13 de octubre de 2010. CL 
21078-10. SERVICIOS MUNICIPALES. MANTENIMIENTO DE ACUEDUCTO. Alega el recurrente que la municipalidad recurrida fue advertida por el Área Rectora de Salud de Ciudad Quesada que realizara la cloración del agua del acueducto que administra por la posibilidad latente de una contaminación de ese líquido. Acusa que  el Ministerio de Salud le giró a la autoridad recurrida, la orden sanitaria MS-RHN-ARSCQ,  en la que se le ordenó realizar varias mejoras que se cumplieron hasta el 8 de julio del 2010 y que, la más importante de ellas, que era el tratamiento de  cloración del agua se empezó a cumplir hasta el 10 de julio del 2010, como producto de la emergencia que afectó a cerca de setecientas personas. Manifiesta que la amenaza para la salud pública continua, porque la condición de potabilidad del agua no es clara, lo cual obliga a los vecinos de la zona a hervir el agua. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena al Alcalde Municipal del Cantón de San Carlos, que adopte las medidas necesarias y que ejecute las acciones pertinentes a fin de garantizar, inmediatamente, la potabilidad del agua del acueducto que administra la corporación recurrida, de lo cual se deberá rendir un informe a la Sala Constitucional. CL

21258-10. PLAN REGULADOR. ZONA PROTECTORA DE LOS CERROS DE ESCAZÚ. Acción de Inconstitucionalidad en contra de la Reforma Integral Efectuada al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora. Únicamente en Relación con la Zona Protectora Cerros de Escasa. Señala el accionante que en el año 2001 se realizó una reforma integral al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora, publicada en La Gaceta N.173 del 10 de setiembre del 2001, que afectó esencialmente las áreas ubicadas en la Zona Agrícola y zona de resto del distrito, así como las áreas incluidas dentro de la Zona Protectora Cerros de Escazú, que anteriormente se encontraban dentro de la zona agrícola. La reforma integral al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora, implicó un desmejoramiento desde el punto de vista ambiental, en los siguientes aspectos a) aumento del porcentaje de cobertura máxima del lote, pasa de 10 % al 30 % en ciertas zonas, que produce una disminución en la permeabilidad de los suelos b) disminución del lote mínimo:  se pasó de entre 7000 metros cuadrados y una hectárea (10000 metros cuadrados) a 1000 metros cuadrados en algunas zonas, que implica la posibilidad de hacer fraccionamientos más densos en estas zonas de protección forestal; c) aumento en la densidad poblacional: se pasa a 30 habitantes por hectárea ; d) se cambió el uso de suelo: se pasa de uso agrícola a uno residencial donde se permite llevar a cabo la vivienda unifamiliar y multifamiliar, en urbanizaciones y condominio, comercio menor y servicios públicos comunales y toda agrícola, pecuaria y forestal o relacionada con éstas; e) no se consideró la existencia de recursos  forestales que deben ser protegidos por todas las instituciones estatales; f) no se consideró la existencia de las áreas de protección de quebradas, ríos y nacientes que también deben ser protegidos. Considera el accionante que la reforma integral al Reglamento de Zonificación del Plan Regulador del Cantón de Mora, únicamente en cuanto a la modificación de la zonificación de las áreas ubicadas en la Zona Protectora Cerros de Escazú y lo correspondiente en el Mapa de Zonificación, viola los artículos 50 y 89 de la Constitución Política, que tutelan el derecho a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, pues las disposiciones impugnadas producen el desmejoramiento de las garantías ambientales definidas por la Municipalidad de Mora, por medio del Reglamento de Zonificación del Plan Regulador, en cuanto a la Zona Protectora Cerros de Escazú, dado que la zona agrícola era la zona con mayores restricciones en cuanto a cobertura, lote mínimo y usos conformes y no conformes, sin embargo actualmente es posible que un urbanizador lleve a cabo un condominio en la Zona Protectora casi sin ningún tipo de restricción, pues es un uso conforme según la norma que se impugna, lo cual es totalmente contrario a los propósitos y fines de la creación de esta área silvestre protegida, que pretende resguardar los recursos forestales e hídricos de estos terrenos. Acusa también la infracción del artículo 25.1 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, pues de allí se desprende la obligación de los Estados de respetar y asegurar el disfrute  de los derechos humanos para sus habitantes, que engloba el accionar institucional, que debe encaminar todas sus políticas y regulaciones generales, así como sus actos concretos a su consecución, por lo que existe una discordancia entre el principio contenido en esa norma internacional y la reforma efectuada en el 2001 al Reglamento de Zonificación del Cantón de Mora, en cuanto a la Zona Protectora Cerros de Escazú. Existe también una violación al artículo 11 del Protocolo Adicional a la Convención Americana Sobre Derechos Humanos en materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, conocido como Protocolo del Salvador, pues es claro que la emisión de una normativa local con fuerza de ley material, que flexibilice las regulaciones ambientales en un área silvestre protegida, es contraria a esta norma de derecho internacional, que establece la obligación del Estado de promover la protección preservación y mejoramiento del ambiente. Además, la normativa impugnada viola el principio de progresividad de los derechos humanos, ya que lejos de mejorar y asegurar el reconocimiento y respeto real de las personas de gozar de un nivel de vida adecuado que le asegure su salud y el bienestar y a un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, se emitieron regulaciones perjudiciales a la Zona Protectora Cerros de Escazú.  Se declara CON LUGAR la acción.  En consecuencia se anulan por inconstitucionales los artículos 4.3 y 10 del Reglamento de Zonificación del Plan Regulador de Mora, publicado en La Gaceta No. 173 del 10 de septiembre de 2001. En cuanto al artículo 13 del Reglamento de Zonificación de 1993, no resulta inconstitucional si después de su publicación en el Diario La Gaceta no se aplica a Áreas Silvestres Protegidas. Esta sentencia tiene efectos declarativos y retroactivos a la fecha de vigencia de la norma anulada, sin perjuicio de derechos adquiridos de buena fe. Sin embargo, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 91 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se dimensionan los efectos en el sentido de que la inconstitucionalidad declarada no afecta las construcciones plenamente terminadas o las iniciadas y que cuenten con las respectivas licencias de construcción comenzadas antes del primer aviso del 17 de agosto de 2009. Hasta tanto la Municipalidad y el Ministerio de Energía, Ambiente y Telecomunicaciones no hayan promulgado la respectiva normativa, únicamente se deben admitir trabajos de remodelación o mantenimiento sobre las áreas previamente construidas. El Magistrado Castillo Víquez salva el voto únicamente en cuanto al dimensionamiento de esta sentencia. CL Parcial 

20676-10. DAÑOS A PROPIEDAD. POR ABANDONO DE CONSTRUCCIÓN. Alegan los recurrentes que son vecinos del distrito de Santa Rosa de Santo Domingo de Heredia. Explican que en la misma calle donde se ubican sus residencias hay una construcción abandonada desde hace años. Aducen que actualmente, debido al abandono de la infraestructura y de sus alrededores, se ha desencadenado una plaga de ratas, lo que amenaza su salud. Manifiestan que han puesto en conocimiento de las autoridades recurridas este problema, pero se les indica que hay que seguir un lento trámite burocrático. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde Municipal de Santo Domingo de Heredia, cumplir con la orden sanitaria número 200-2010, de fecha veintisiete de setiembre de dos mil diez, emitida por el Área Rectora de Salud de Santo Domingo de Heredia, ello dentro del plazo de CINCO DÍAS, contado a partir de la notificación de esta sentencia. CL

20678-10. DAÑOS A PROPIEDAD. POR FALTA DE LIMPIEZA Y CANALIZACIÓN DE AGUAS PLUVIALES. Argumenta la recurrente que su vivienda colinda con una propiedad de la Municipalidad de Goicoechea. Indica que el citado terreno municipal es una ladera muy pronunciada y generalmente se encuentra cubierto de monte y maleza. Asegura que en la cercanía del límite entre su propiedad y esa ladera existe una naciente de agua, la cual ha inundado las habitaciones de su inmueble, debido a la falta de limpieza y canalización de las aguas pluviales. Sostiene que presentó una denuncia ante la Municipalidad recurrida; sin embargo, se limitaron a enviarle algunos trabajadores con un "back hoe", el cual no pudo llegar a la zona de la naciente y ha transcurrido más de un mes y no se han efectuado las obras necesarias. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Alcalde de Goicoechea, realizar las acciones que estén dentro del ámbito de sus competencias para que dentro del plazo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se realicen los trabajos necesarios para solventar el problema que denuncia la recurrente. CL

20677-10. DAÑOS A PROPIEDAD. POR DESCARGA DE AGUAS PLUVIALES. Alega el recurrente que su representado, es vecino de Pavas de Carrizal, lugar donde existen graves problemas con la descarga de aguas pluviales de la vía pública a la propiedad del tutelado, por deslizamiento. Alega que dichas aguas falsean el terreno del amparado, y producen problemas de salud debido al estancamiento de las mismas. Indica que dicha situación ha sido planteada ante la Municipalidad de Alajuela, pero no se ha obtenido respuesta alguna, ni se ha solucionado dicha problemática. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director Ejecutivo del CONAVI, que en un plazo de seis meses, contados a partir de la notificación de esta sentencia, construyan las obras requeridas para que las aguas sean encauzadas de forma correcta y no ingresen en un volumen irrazonable al inmueble del amparado. CL
20666-10. CEMENTERIO. PÉRDIDA DE RESTOS DE DIFUNTO. Alega la recurrente que  formalizó ante la municipalidad recurrida la compra de un  lote del cementerio porque se le exigió llevar a cabo el cambio, pues ya había cumplido el plazo de cinco años de utilizar una bóveda en el Cementerio Central. Resalta que envió a su padre al Cementerio, con los recibos expedidos por la Municipalidad, con el fin que se autorizara la localización de su lote y, se colocara la placa de identificación y memoria de su esposo; no obstante, los restos de su esposo se perdieron. Señala que se apersonó ante la Administración del Cementerio, y se abrió el recinto, así como dos tumbas más, y no se encontró resto alguno. Agrega que pidió por escrito las explicaciones del caso, pero ante la falta de respuesta, días después acudió a la dependencia citada, donde se le facilitó un oficio donde se confirma la pérdida de los restos  de su esposo. Insiste en que la Administración del Cementerio se limita a pedir una prórroga para llevar a cabo una investigación  exhaustiva y así poder ubicar el cuerpo. Se declara con lugar el recurso. Se condena a la Municipalidad de Heredia al pago de las costas, daños y perjuicios causados con los hechos que sirven de base a esta declaratoria, los cuales se liquidarán en el proceso de ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL

20351-10. CIERRE DE NEGOCIO. SE ALEGA FALTA AL DEBIDO PROCESO. El recurrente alega que la Municipalidad de Montes de Oca le suspendió las licencias comercial y de licores número 4255 y E-99 sin  brindarle audiencia previa ni permitirle ejercer su derecho de defensa. En este caso consta que la Municipalidad de Montes de Oca procedió a la suspensión de la patente de licores 00E99 y esto obedeció a que en el local se llevo a cabo un proceso constructivo de forma irregular, en el cual se derribó y volvió a reconstruir un local prácticamente en su totalidad sin la respectiva licencia municipal que exige el artículo 74 de la Ley de Construcciones. En relación con este tema, la jurisprudencia constitucional ha sido conteste en establecer que la verificación del inicio de una obra sin la licencia debida por parte de la Municipalidad competente, constituye un aspecto de mera constatación y en esa medida, para imponer las sanciones correspondientes, no se aplican las exigencias del debido proceso (ver al respecto, los votos 2002-11749 de las 10:49 horas del 13 de diciembre del 2002, 2006-11440 de las 16:00 horas del 8 de agosto del 2006). Finalmente, se indica que esta Sala no es una instancia más de legalidad, de modo que no le corresponde pronunciarse al efecto, pues ello implicaría recibir pruebas tal y como se hace en la jurisdicción ordinaria, lo cual resultaría contrario a la naturaleza sumaria del amparo, que no se aviene bien con un sistema complicado de pruebas. Así las cosas, debe el recurrente, si a bien lo tiene, plantear su reclamo ante la propia Administración, donde deberá demostrar su dicho o, en su caso, ante la jurisdicción ordinaria, pues son esas vías -y no esta Sala- las competentes para conocer y pronunciarse al respecto. SL
20302-10 TRANSPORTE PRIVADO. PORTEO.  Acusa el recurrente que a la fecha los recursos presentados  contra la resolución que deniega  el otorgamiento de la patente comercial con el fin de desarrollar la actividad de porteo y contra el acuerdo tomado por el Consejo Municipal, no han sido elevados para su conocimiento a la Sección Tercera del Tribunal Superior Contencioso Administrativo, para que resolviera la apelación Acusa además trato discriminatorio, en razón de que el Departamento de Patentes de la Municipalidad de Atenas sí otorgó patentes comerciales a Unión Nacional de Porteadores (Unaporte), y a Terminal de Transportes San Rafael, empresas de transporte privado que desarrollan la actividad de porteo en Atenas, pese a que ya existía el acuerdo municipal, único fundamento utilizado para negarle la patente, con lo cual se dio un trato, evidentemente, discriminatorio. Se declara parcialmente con lugar el recurso  por violación al la libertad de comercio y al principio de igualdad y no discriminación consagrados en los artículo 46 y 33 de la Constitución Política. Se anula: a) el acto adoptado en   la sesión ordinaria número 285, celebrada el 14 de marzo del 2006 por el Consejo Municipal de Atenas, en cuanto dice: “(…) suspender el otorgamiento de patentes de porteo y similares, mientras tanto esta corporación no cuente con un instrumento de regulación que integre un criterio de sostenibilidad para la actividad de transporte público modalidad taxi a fin de no promover una competencia desproporcionada (…)”; así como el oficio  número MAT-PAT-JRCH-027-2010 del 13 de agosto de 2010 del Departamentos de Patentes de la Municipalidad de Atenas, que denegó  la gestión de otorgamiento de la patente de porteo solicitada a  nombre de CORPORACIÓN B & A TRANSPORTES PRIVADOS DE ATENAS LIMITADA. b) Se ordena al Alcalde, al Encargado Departamento de Patentes y al Presidente Concejo Municipal, todos de la Municipalidad de Atenas o a quienes ocupen tales cargos tomar las medidas necesarias para que en el plazo de CINCO DÍAS contado a partir de la notificación de esta sentencia se resuelva por el fondo y notifique la solicitud de patente municipal presentada por el recurrente para desarrollar la actividad de parqueo privado y porteo, como en derecho corresponda. En lo demás se declara sin lugar el recurso. CL 

PENSIONES ALIMENTARIAS

20963-10. DEPÓSITO. SE DA UN PLAZO DE 24 HORAS PARA HACER EL DEPÓSITO DE LA PENSIÓN. Acusa el recurrente que el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Naranjo, le impuso un monto provisional de pensión alimentaria, advirtiéndole que debía depositarlo dentro de las 24 horas siguientes al recibo de la notificación de la citada resolución, lo cual lo deja en indefensión pues se le imposibilita disponer del dinero en mención, poniéndose en riesgo su libertad.   En este caso, constata esta Sala que en contra del recurrente no se ha dictado orden de apremio corporal alguna dentro del aludido proceso; no obstante, se tuvo por demostrado, tal y como lo alega el interesado, que la resolución del Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Naranjo, efectivamente concede un plazo de 24 horas para que el recurrente deposite la cuota provisional de pensión alimentaria en la cuenta bancaria dispuesta a los efectos, ello en abierta contradicción a lo establecido en el artículo 21 de la Ley de Pensiones Alimentarias, que da un plazo de tres días, por lo que se puso al accionante en un evidente estado de indefensión pues se le redujo súbitamente el plazo conferido en la Ley, exigiéndosele que depositara dicho dinero en el término de 24 horas. Se declara con lugar el recurso. En consecuencia, se anula la resolución de las 11:00 horas del 17 de noviembre de 2010, dictada por el Juzgado Contravencional y de Menor Cuantía de Naranjo, en el proceso de pensión alimentaria interpuesto en contra del aquí recurrente. CL
20622-10. FUNDAMENTACIÓN. MONTO PROVISIONAL DESPROPORCIONADO. El recurrente manifiesta que ante la autoridad recurrida se tramita proceso de pensión alimentaria en el que figura como demandado. Señala que en dicho proceso se dictó una resolución carente de fundamentación a través de la cual se estableció la pensión alimentaria provisional a la que se encuentra obligado.  Alega que dicho monto es desproporcionada, y no se basa en un estudio real de sus condiciones económicas, situación que pone en riesgo su libertad. El Tribunal Constitucional ha hecho hincapié en la obligación de los juzgadores de motivar adecuadamente las resoluciones en las que se impone la cuota provisional dentro de un proceso de pensión alimentaria, en aras de tutelar el derecho de defensa de la parte demandada. En este caso debe indicarse que si bien la Sala comprueba que la resolución que se impuso al tutelado una pensión provisional de noventa mil colones, no se encontraba debidamente fundamentada, lo cierto es que dicha situación fue solventada por la propia autoridad accionada al emitir otra resolución mediante la cual se resolvió el recurso de revocatoria planteado por el interesado, y se redujo el monto de la cuota alimentaria a setenta mil colones. En ese sentido, se desprende que la juzgadora fundamenta adecuadamente la imposición del monto antes mencionado al tutelado. Se declara sin lugar el recurso. SL
PODER EJECUTIVO
20333-10. VIAS PÚBLICAS. RUTA NACIONAL INTRANSITABLE. El recurrente acusa que la ruta nacional 170, que comunica las comunidades de Santa Cecilia, La Virgen, San Antonio, Bella Vista, Armenia, Las Marías, Belice y Río Haciendas del Cantón de La Cruz, está intransitable. Se declara con lugar el recurso únicamente respecto de la Municipalidad de La Cruz. Se ordena al Alcalde Municipal de La Cruz, que inmediatamente realice las coordinaciones necesarias con las autoridades pertinentes, para adoptar las medidas necesarias dentro del ámbito de sus competencias, para que dentro del plazo máximo de seis meses contado a partir de la notificación de esta sentencia, se logre solucionar el problema que presenta la ruta enunciada por el recurrente. CL

PODER JUDICIAL
21039-10. DEFENSA PÚBLICA. NIEGA ASISTENCIA GRATUITA EN MATERIA DE FAMILIA. En este caso, la recurrente considera vulnerado el derecho del menor amparado a conocer quién es su padre, por cuanto se le denegó la asistencia de la Defensa Pública para firmar una demanda de investigación de paternidad, conforme se le previno en el Juzgado de Familia. La Directora de la Defensa Pública informó que existe una imposibilidad material para acceder a lo solicitado por la recurrente. Señala la Sala que es preciso aclarar que no se discute aquí cuándo, a quienes ni con qué medios debe la Defensa Pública brindar la defensa gratuita –que en este caso, lo solicitado fue únicamente la autenticación de una firma-, sino que se trata del examen del caso particular y de establecer si, en definitiva, el Estado costarricense, a través del Poder Judicial y, específicamente, de un órgano auxiliar de la administración de justicia, como lo es la Defensa Pública, lesionó o no un derecho fundamental al amparado. El asunto versa, pues, sobre un problema de acceso a la justicia, lo cual es materia de amparo, y no sobre un problema de competencias materiales de la Defensa Pública, que tiene, efectivamente, estricta relación con el caso, pero no es el asunto aquí planteado ni discutido y que involucra cuestiones de legalidad ordinaria que, en principio, no son resueltas en esta vía. La respuesta de la Sala en este caso es que la Defensa Pública debió brindar la asistencia legal gratuita al menor y que, al no hacerlo, vulneró su derecho fundamental de acceso a la justicia y, con ello, indirectamente, a obtener justicia en el proceso de investigación de paternidad. La Constitución, los instrumentos internacionales y la ley, reconocen un componente fundamental del derecho de acceso a la justicia como lo es el de que un menor, en condiciones de vulnerabilidad, tiene un derecho fundamental a que se le brinde asistencia legal gratuita; en desarrollo de ese derecho y, específicamente, con relación al articulo 7 del Código de Familia. Lamentablemente, esa norma de derechos humanos, incorporada en un texto de rango legal, no ha sido aplicada por su primer destinatario y obligado, que es el Poder Judicial. Sin embargo, esta última disposición, incluida en la Ley de Pensiones Alimentarias, era precisa pero no necesaria para hacer efectivo el derecho de acceso a la justicia, mediante la asistencia legal gratuita en esos casos, dado que el Poder Judicial, a través de la Defensa Pública, como garante de ese derecho, debió proceder oportunamente para hacerla efectiva, aunque la ley no lo hubiera dispuesto expresamente. Mientras otra ley no disponga lo contrario, es el Poder Judicial, a través del órgano legalmente previsto en la Ley, a quien corresponde brindar ese servicio, el cual forma parte de sus competencias implícitas y no de las  ningún otro, pues la Constitución parte tácitamente de la existencia de ciertas competencias implícitas de los supremos poderes del Estado que la Sala ha reconocido, como por ejemplo, en el caso del Tribunal Supremo de Elecciones. En conclusión, la denegatoria de autenticación de la demanda de investigación de paternidad a favor del amparado, por parte de la Defensa Pública, viola su derecho fundamental de acceso a la justicia, reconocido en el artículo 41 constitucional, así como en las disposiciones legales e instrumentos internacionales citados supra, por lo que procede declarar con lugar el recurso y ordenar a la Directora de la Defensa Pública que brinde asistencia legal gratuita al amparado, en la tramitación del proceso de investigación de paternidad. Por último, se aclara que este recurso recurso resuelve el caso concreto, por lo que la estimatoria no conlleva una inmediata obligación del Poder Judicial y la Defensa Pública de brindar un servicio gratuito de defensa pública en todos los procesos y ante todas las jurisdicciones, lo cual estará sujeto a un desarrollo progresivo, de acuerdo con las necesidades de los usuarios, la capacidad presupuestaria y la naturaleza de los litigios.  Además, lo resuelto por esta Sala en el recurso se relaciona concretamente con los casos en que está de por medio la tutela del interés superior del menor, como lo es su derecho a saber quién es su padre.  Por otra parte, el desarrollo progresivo de los derechos humanos, no sólo no permite retroceso alguno en la materia, sino que tampoco el Estado se puede estancar en un punto de su desarrollo, pues se trata de un continuo histórico.  Tampoco puede el Estado alegar razones presupuestarias o carencia de recursos para no hacer efectivo ese desarrollo progresivo del derecho que en esta sentencia se tutela.  En este sentido, deberá el Poder Judicial presupuestar los recursos necesarios y suficientes para cumplir la tutela que aquí se dispone, a fin de garantizar el desarrollo progresivo de esos derechos humanos. Se declara con lugar el recurso y, en consecuencia, se ordena a la Directora de la Defensa Pública que brinde asistencia legal gratuita al amparado, en la tramitación del proceso de investigación de paternidad. Lo anterior, apercibida de que la desobediencia a las órdenes de esta Sala se encuentra sancionada penalmente (artículo 71 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional). Se condena al Estado al pago de las costas, daños y perjuicios ocasionados por los hechos que han dado lugar a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. El Magistrado Castillo Víquez pone nota, en donde afirma que comparte plenamente la tesis de que la falta de recursos económicos puede constituir un obstáculo que lesione el derecho fundamental a una tutela judicial efectiva de las personas que se encuentran en condición de pobreza. Así lo ha reconocido la Corte Interamericana de Derechos humanos opinión consultiva n.º OC-11/90 del 10 de agosto de 1990. Señala que en el presente asunto sí existe norma legal que le impone al Estado el deber de brindar asistencia legal gratuita a los menores, concretamente el numeral 114 del Código de la  Niñez y la Adolescencia, por lo que, en este caso, necesariamente, el recurso debe ser declarado con lugar, por ello concurro con mi voto en este asunto. CL
PRIVADOS DE LIBERTAD
21489-10. SEGURIDAD SOCIAL. CCSS NO HACE TRAMITE A FAMILIARES DE PRIVADOS DE LIBERTAD. Reclama  la recurrente que su esposo se encuentra privado de libertad, motivo por el cual  la Caja Costarricense de Seguro Social y el Ministerio de Justicia y Gracia tienen un convenio de asegurar a los familiares más cercanos de los privados de libertad, sin embargo, la autoridad recurrida no está realizando dicho trámite por razones de presupuesto. Asegura que actualmente tanto ella como sus hijos no están asegurados.  Se declara CON LUGAR el recurso únicamente contra las autoridades de la Caja Costarricense de Seguro Social. Se ordena a la Gerente Médica y al Director del Área de Salud de Pérez Zeledón, ambos funcionarios de la Caja Costarricense de Seguro Social, para que de manera INMEDIATA y coordinada giren las órdenes y emitan las instrucciones que estén dentro del marco de sus atribuciones y competencias a fin de que se restablezca y se brinde de manera continua el servicio de validación de derechos en la comunidad de Pérez Zeledón. Asimismo, se les ordena a las autoridades recurridas atender de manera inmediata cualquier solicitud que presente la recurrente en relación a cualquier trámite de aseguramiento. En cuanto al Ministerio de Justicia y Gracia se declara sin lugar el recurso. CL

21548-10.  ATENCIÓN MÉDICA. NO LLEVAN A PRIVADO DE LIBERTAD A CITA MÉDICA Refiere el recurrente para el día diecinueve de agosto del dos mil diez tenía programado una cirugía del ojos en el Hospital México, para la cual se alistó de acuerdo con la indicación del  jefe de seguridad, no obstante, esperó todo el día y al final de la tarde le manifestaron que no lo enviaron porque no hubo personal para ello. Indica que tiene mucho dolor en sus ojos y que después de haber esperado por la cirugía -que su oftalmólogo dijo que era urgente-, no lo llevaron. Se declara parcialmente CON LUGAR el recurso por una infracción al artículo 21 de la Constitución Política. Se le ordena al Director del Centro de Atención Institucional La Reforma y al Director a.i. de la Clínica La Reforma: a) que en forma inmediata dispongan lo pertinente y coordinen lo necesario con las autoridades del Servicio de Oftalmología del Hospital México para retirar la solicitud de hospitalización del amparado, José prevista para las 7.00 hrs. del 3 de febrero de 2011  y; b) que se abstengan de incurrir, nuevamente, en los hechos que dieron mérito para acoger el presente proceso. En lo demás, se declara sin lugar el recurso. CL Parcial

21040-10. UBICACIÓN. SE ORDENA ATENDER PROBLEMA DE SALUD Y REUIBICAR A PERSONA JOVEN. Argumenta el recurrente que al amparado se le mantiene recluido en una celda para personas jóvenes, pese a que estima que debería permanecer con personas de su edad.  Alega que se encuentra enfermo, tiene una especie de hongos en las manos, sin que a las autoridades recurridas hayan tomado las medidas necesarias para atender, debidamente, su salud. Se declara con lugar el recurso. Se ordena al Director del Centro de Atención Institucional Dr. Gerardo Rodríguez tomar DE INMEDIATO las medidas necesarias para trasladar al amparado a un  centro penitenciario idóneo para su condición etérea, en el  que se  garantice la atención a su problema de salud y se le brinde los servicios necesarios por su edad. CL
20654-10. ATENCIÓN MÉDICA. SE ORDENA DAR ATENCIÓN MÉDICA A PRIVADO DE LIBERTAD.  Aduce el recurrente que el centro penitenciario no tiene la posibilidad de brindarle la atención médica que requiere, ni tampoco cuentan con las condiciones mínimas para la estancia de una adulto mayor, lo anterior debido a su avanzada edad y a una lesión en su columna vertebral que no le permite moverse sin la ayuda de un bastón especial. Indica que fue trasladado en una "perrera" hasta los Tribunales de Alajuela, cuyo viaje tarda dos horas, durante las cuales debió permanecer en ese vehículo que tampoco cuenta con las condiciones que él requiere, por lo que llegó mal. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a quien ocupe el cargo de Director del Centro de Atención Institucional La Marina de San Carlos, que en forma inmediata dicte las disposiciones e instrucciones correspondientes, para que se provea de una cama al amparado.  Asimismo, se le ordena a ese Director, que en forma inmediata remita al tutelado a la clínica del centro penitenciario, o en su defecto, a la clínica del Seguro Social de su jurisdicción administrativa, para que se le provea la atención médica que necesite. CL

20841-10. ATENCIÓN MÉDICA. ORDEN DE DAR ATENCIÓN MÉDICA A PRIVADO DE LIBERTAD. Alega el recurrente que tiene tres años de estar privado de su libertad en el centro penal recurrido.  Señala que desde hace dos años y medio ha solicitado que se le programen citas médicas por su padecimiento. Indica que fue referido al especialista en el Hospital de Alajuela, y le han programado dos citas, las cuales perdió debido a que las autoridades penitenciarias le llevaron tarde o no lo llevaron. Se declara con lugar el recurso. Se le ordena al Director General y Director Médico de la Clínica, ambos del Centro de Atención Institucional La Reforma, coordinar inmediatamente con las autoridades médicas del Hospital San Rafael de Alajuela para que se le asigne una cita al recurrente a fin de realizarle la rectoscopía que requiere. Asimismo, se ordena al Director General, al Director Médico de la Clínica y a Miguel Calderón Mora, éste último en su condición de Jefe de Seguridad, todos del Centro de Atención Institucional La Reforma para que coordinen las acciones correspondientes a fin que el día en que le sea programada la cita al actor para realizarle el indicado examen, se ejecute su traslado al centro médico con la debida antelación. CL

20821-10. UBICACIÓN. MEDIDA AISLAMIENTO POR MÁS DE 48 HORAS. La recurrente reclama que las autoridades penitenciarias recluyeron al amparado en un calabozo sin fundamento alguno y sin permitir que se pueda comunicar con sus familiares. En este caso, la Sala comprueba que la autoridad recurrida efectivamente lesionó los derechos fundamentales del amparado al dictar una medida cautelar de aislamiento, en la cual podía mantenerse sin previa orden de un Juez solamente por cuarenta y ocho horas. No obstante del informe rendido bajo juramento y de las pruebas no se puede llegar acreditar que las autoridades penitenciaras hayan remitido al amparado ante autoridad jurisdiccional competente dentro del plazo de las cuarenta y ocho horas. Asimismo, las autoridades recurridas fueron omisas en informar por cuanto tiempo se mantuvo la medida cautelar en cuestión, motivo por el cual se tienen por ciertos los hechos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 23 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional. Finalmente se indica que de conformidad con la circular número 82-2005 del Consejo Superior de la Corte Suprema de Justicia, se establece que es potestad del Juez que tramita la causa, aprobar aquella medida de aislamiento que supere las cuarenta y ocho horas. Por último, en virtud de que la medida cautelar en cuestión ya cesó pues el amparado se encuentra ubicado en un espacio colectivo dentro del Pabellón B, módulo 2, el presente recurso debe ser estimado únicamente para efectos de indemnización de los daños y perjuicios ocasionados y de las costas. Se declara CON LUGAR el recurso. Se condena al Estado al pago de las costas daños  y perjuicios que sirven de base a esta declaratoria, los que se liquidarán en ejecución de sentencia de lo contencioso administrativo. CL
SERVICIOS PUBLICOS
21505-10. SERVICIO DE AGUA. SUJETO DE DERECHO PRIVADO IMPIDE INGRESO A FINCAS PARA OBRAS DE MANTENIMIENTO DE TANQUE DE AGUA.  Manifiesta el recurrente que los recurridos son propietarios de dos fincas del Partido de Cartago, quienes dieron su consentimiento para que en sus propiedades se construyera un tanque de almacenamiento de agua, con el objetivo de abastecer de ese líquido a la comunidad de San Isidro de El Guarco, Cartago, y se comprometieron a ceder parte de su terreno para la construcción de dicho tanque. Señala que el tanque se ha dañado con el transcurso del tiempo, sufriendo unas fisuras en sus extremos, lo que implica que se debe proceder de inmediato a repararlo. Sostiene que han tenido muchos problemas con los recurridos, ya que les prohíben el ingreso al campo donde se encuentra el tanque a fin de efectuar su limpieza, y menos aún permiten el ingreso para su reparación. Se declara con lugar el recurso. Se ordena a los propietarios del inmueble inscrito bajo sistema de folio real del Partido de Cartago, número 41978 y 43272, o a quienes figuren como propietarios de dicho inmueble, permitir de inmediato que los personeros y trabajadores de la Asociación Administradora del Acueducto y Alcantarillado Sanitario de San Isidro de El Guarco ingresen al referido inmueble a efectos de reparar, dar mantenimiento y construir la infraestructura necesaria referente al tanque de agua para la captación, utilización y distribución del recurso hídrico de conformidad con los criterios técnicos del Instituto Costarricense de Acueducto y Alcantarillado, y permitir, en lo subsiguiente, el ingreso de trabajadores debidamente identificados a efectos de brindar mantenimiento y conservación a las obras de infraestructura del tanque. Se ordena a los recurridos abstenerse de impedir o ejercer cualquier medida de presión o contención que imposibilite la ejecución de las obras necesarias y su posterior mantenimiento. CL

21096-10. SERVICIO DE ELECTRICIDAD Y TELEFONO. SUSPENDEN SERVICIO POR DENUNCIA PRESENTADA. El recurrente reclama que el Instituto Costarricense de Electricidad le suspendió sin previo aviso el servicio de electricidad y de teléfono, lo que estima lesiona sus derechos fundamentales. Argumenta el recurrente se le notificó oficio por medio del cual se le comunica la suspensión del suministro de energía eléctrica y los servicios de telefonía, lo anterior con sustento en reclamos y gestiones referentes al supuesto paso de acometidas eléctricas internas por su propiedad.  Destaca que en el citado memorial se indicó que en dos oportunidades se le comunicó el problema y se le concedió el plazo para aportar la documentación requerida, la cual presentó y aún así se le suspendió el servicio de electricidad, sin que se tuviera certeza de los hechos denunciados. Con base en las consideraciones dadas en la sentencia, se declara sin lugar el recurso. SL
















